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RESUMEN: En el reparto de la publicidad institu-
cional entre los diferentes medios de comunicación 
concurren todas las circunstancias que llaman a 
extremar la transparencia, la objetividad y el con-
trol en su reparto: se trata de un gasto de una can-
tidad importante de fondos públicos que va a parar 
a medios de comunicación, constituyendo una par-
te muy significativa de sus ingresos con un riesgo 
cierto de reparto con criterios políticos. En los úl-
timos dos años ha habido muy diversos desarrollos 
significativos en esta materia. Por una parte, en 
materia de transparencia y acceso a la información 
sobre dicho reparto, merced a reciente jurispru-
dencia en aplicación del artículo 37 LRJPAC y a la 
entrada en vigor de la normativa estatal y autonó-
mica sobre transparencia y su primera aplicación 
a la publicidad institucional y comercial por parte 
del Consejo de Transparencia y Buen Gobierno. Por 
otra, en materia de control de la objetividad en el 
reparto, en especial, a raíz de tres sentencias claves 
del Tribunal Constitucional. Todo ello nos permiten 
prever con optimismo una mayor transparencia y 
control de la objetividad del reparto de la publici-
dad pagada con el dinero de los ciudadanos. 
1. INTRODUCCIÓN 
Como he manifestado en alguna ocasión, con la publicidad institucional está 
en juego el meollo de la democracia'. En el reparto de la publicidad institucional 
entre los diferentes medios de comunicación concurren todas las circunstancias que 
llaman a extremar la transparencia, la objetividad y el control: se trata de un gasto de 
una cantidad importante de fondos públicos que va a parar a medios de comunica-
ción', constituyendo una parte muy significativa de sus ingresos con un riesgo cierto 
de reparto con criterios políticos'. 
1. http://www.ellarío.es/andalucia/reparto-publícidad-institucional-jugamos-democracia_0_ 
135437303.html. 
2. Por hablar tan sólo del ámbito estatal, en 2013 la publicidad institucional alcan-
zó un importe de 19.781.191 euros y la comercial de 96.565.155 euros; en 2014 de 
34.237.185 y 106.373.266, respectivamente y en 2015 (año de elecciones) se prevé que 
llegue a 48.935.480 y 120.529.371, respectivamente (fuentes: Informe de Publicidad 
y Comunicación Institucional de 2013 y 2014 y Plan de Publicidad y Comunicación 
Institucional de 2015). Multiplíquense estas cifras teniendo en cuenta el gasto de diecisiete 
Comunidades Autónomas y más de ocho mil entidades locales y sus respectivos entes de-
pendientes y vinculados, y puede atisbarse la magnitud económica y su repercusión en las 
cuentas y la propia posibilidad de subsistencia de los medios de comunicación. 
3. Sobre el reparto de dichos fondos, el Tribunal de Cuentas ha puesto de manifiesto las múl-
tiples irregularidades en la adjudicación, conocimiento y control de los contratos de pu-
blicidad institucional y la necesidad de conocimiento del detalle de los medios en que se 
realiza la difusión de las campañas y de la aportación de los certificados de emisión y de los 
La normativa sobre publicidad institucional se integra por la Ley estatal y por las 
Leyes autonómicas. La Ley estatal, la Ley 29/2005, de 29 de diciembre, de Publicidad 
y Comunicación Institucional (en adelante, LPCI) es de aplicación a las campañas 
de publicidad institucional promovidas por la Administración General del Estado 
y el resto de entidades del sector público estatal salvo las de carácter industrial, 
comercial o mercantil4. Las leyes autonómicas se aplican a las Administraciones 
autonómica y local de cada Comunidad Autónoma, incluyendo en algunos casos a 
las entidades públicas que llevan a cabo actividades comerciales o empresariales5. 
comprobantes de las inserciones en prensa, y ha aconsejado a los órganos de contratación 
que revisen la precisión de los contenidos de los pliegos de condiciones particulares y que 
se ocupen de medir el impacto de las campañas (Informe núm. 904, de 21 de julio de 2011, 
Entidades Locales; Informe núm. 960 de 31 de enero de 2013, Ministerios del área de la ad-
ministración económica del. Estado, Informe núm. 968 de 28 de febrero de 2013, Ministerios 
del área político-administrativa del Estado, todos ellos referidos a los años 2005-2007). 
4. Art. 1. «Objeto y ámbito de la Ley. 1. Esta Ley establece el régimen jurídico de las cam-
pañas institucionales de publicidad y de comunicación promovidas o contratadas por la 
Administración General del Estado y por las demás entidades integrantes del sector públi-
co estatal, enumeradas en el artículo 2.1 de la Ley 47/2003, de 26 de noviembre, General 
Presupuestaria. 2. Esta Ley no será de aplicación a las campañas de carácter industrial, 
comercial o mercantil que desarrollen los sujetos enumerados en el apartado anterior en el 
cumplimiento de los fines que les son propios. 3. Quedan excluidos de la aplicación de esta 
Ley todas las disposiciones normativas, resoluciones y actos administrativos o judiciales y 
demás información sobre las actuaciones públicas que deban publicarse o difundirse por 
mandato legal». 
5. Así, art. 2 de la Ley 18/2000, de 29 de diciembre, por la que se regula la publicidad institucional 
de Cataluña. («1. La presente Ley regula la actividad publicitaria institucional que llevan a 
cabo las administraciones de Cataluña, incluidas las administraciones locales y supraloca-
les, en todos y cada uno de sus ámbitos de actuación. 2. A efectos de lo dispuesto en la 
presente Ley, no se considera publicidad institucional la comunicación pública que las 
administraciones llevan a cabo con carácter estrictamente informativo, en forma de convo-
catoria o aviso o relativa al funcionamiento de servicios»); art. 3 de la Ley 7/2003, de 20 de 
marzo, de publicidad institucional de la Comunidad Valenciana [«La presente ley obliga a: 
a) Las instituciones del artículo 9.2 del Estatuto de Autonomía de la Comunidad Valenciana. 
b) La Administración de la Generalitat. c) Las entidades autónomas de la Generalitat de 
carácter administrativo. d) Las Entidades Locales del ámbito territorial de la Comunidad 
Valenciana. e) Los organismos y entidades autónomas de carácter administrativo, dotadas 
de personalidad jurídica propia, que actúen sometidos al Derecho Público, dependientes 
de las Entidades Locales de la Comunidad Valenciana»]; art. 2 de la Ley 16/2003, de 24 de 
marzo, sobre la actividad publicitaria de las Administraciones Públicas de Aragón («1. La pre-
sente Ley será de aplicación a toda actividad publicitaria que desarrollen las administracio-
nes de Aragón, incluidas las administraciones locales, así como los organismos, entidades 
de derecho público y empresas públicas vinculadas o dependientes de aquéllas y que estén 
participadas mayoritariamente de forma directa o indirecta, que no sean de carácter indus-
trial o comercial. 2. Queda excluida del ámbito de esta Ley la publicidad normativa y otros 
anuncios de actos de la Administración que deban publicarse legalmente»), art. 2 de la Ley 
6/2005, de 8 de abril, Reguladora de la Actividad Publicitaria de las Administraciones Públicas 
de Andalucía («1. Esta Ley será de aplicación a las actividades publicitarias que desarrollen 
PALABRAS CLAVE: Publicidad institucional. Pu-
blicidad comercial. Transparencia y acceso a la in-
formación. Objetividad. No discriminación. Control. 
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la Junta de Andalucía y las Administraciones locales andaluzas, así como los organismos, 
entidades de Derecho público y sociedades mercantiles vinculadas o dependientes de 
aquéllas, participadas mayoritariamente de forma directa o indirecta, que no sean de ca-
rácter industrial o comercial. 2. Queda excluida del ámbito de aplicación de esta Ley la 
publicidad normativa y otros anuncios de actos de la Administración que deban publicarse 
legalmente»); art. 1 de la Ley del Principado de Asturias 6/2006, de 20 de junio, de Comunicación 
y Publicidad Institucionales [« 1. Esta Ley es de aplicación a la comunicación institucional 
promovida o contratada como campaña o fuera de ella, para difundir sistemáticamente un 
mensaje común a una pluralidad de destinatarios, a través de un soporte publicitario paga-
do o cedido, o de cualquier otra forma, por órganos de alguno de los siguientes sujetos: a) 
El Presidente y el Consejo de Gobierno del Principado de Asturias. b) La Junta General del 
Principado de Asturias. c) El Consejo Consultivo, la Sindicatura de Cuentas y el Procurador 
General del Principado de Asturias. d) La Administración del Principado de Asturias. e) 
Los organismos, entes públicos, entidades y empresas públicas del Principado de Asturias. 
f) Las entidades locales del ámbito territorial del Principado de Asturias. g) Los organis-
mos, entes públicos, entidades y empresas públicas de las entidades locales del ámbito te-
rritorial del Principado de Asturias. 2. Esta Ley no es de aplicación a: a) La actividad 
publicitaria de carácter industrial, comercial o mercantil que desarrollen los sujetos enu-
merados en el apartado 1 de este artículo, que se someterá a la Ley General de Publicidad. 
b) La publicación de normas y actos que los sujetos enumerados en el apartado 1 de este 
artículo deban realizar por prescripción legal o reglamentaria»]; art. 1 de la Ley 4/2009, de 
28 de mayo, de Publicidad Institucional de Castilla y León [«1.— La presente ley tiene por ob-
jeto regular la publicidad institucional desarrollada por los siguientes sujetos: a) La 
Administración General de la Comunidad. b) Los organismos autónomos y los entes públi-
cos de derecho privado integrantes de la Administración Institucional de la Comunidad. c) 
Las empresas y fundaciones públicas de la Comunidad. d) Las universidades públicas. e) 
Las Cortes de Castilla y León. O El Consejo Económico y Social. g) El Procurador del 
Común. h) El Consejo Consultivo. i) El Consejo de Cuentas. j) Los órganos con dotación 
diferenciada en los presupuestos generales de la Comunidad no comprendidos en los apar-
tados anteriores. k) Las entidades locales de la Comunidad de Castilla y León, así como las 
instituciones o entidades públicas dependientes de ellas y cualesquiera otras personas ju-
rídicas en las que participen mayoritariamente. 1) Los consorcios dotados de personalidad 
jurídica, a los que se refieren los artículos 6 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de 
Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo 
Común, y 87 de la Ley 7/1985, reguladora de las Bases del Régimen Local. m) El resto de 
entes o instituciones públicas dependientes de la Comunidad y cualesquiera otras perso-
nas jurídicas en las que participen mayoritariamente. 2.— Queda excluida del ámbito de 
aplicación de esta ley la publicidad que los sujetos previstos en el apartado anterior realicen 
de las disposiciones normativas y actos que deban publicarse en cumplimiento de la nor-
mativa vigente, así como la que lleven a cabo en el ejercicio de una actividad comercial, 
industrial o mercantil»]; art. 2 de la Ley 13/2010, de 9 de diciembre, de publicidad institucional 
de las Illes Balears [«Están sometidos a la ley: a) El Parlamento de las Illes Balears. b) El 
presidente y el Gobierno de las Illes Balears. c) Los consejos insulares. d) El resto de insti-
tuciones y órganos de las Illes Balears regulados en el Estatuto de Autonomía. e) La 
Administración de la comunidad autónoma de las Illes Balears, los entes del sector público 
instrumental y los entes y organismos dependientes del Gobierno de las Illes Balears. 0 La 
administración de cada consejo insular, sus entes instrumentales y los entes y organismos 
dependientes. g) Las entidades locales de las Illes Balears, sus entes instrumentales y los 
En todo caso, la necesidad de transparencia, objetividad y control se extiende a toda 
la actividad publicitaria con dinero público. El bloque normativo compuesto por la 
normativa sobre transparencia y sobre contratación así lo exige, por lo que en este 
trabajo nos referiremos a la publicidad institucional en este sentido más amplio, ha-
ciendo, cuando sean necesarias, las pertinentes matizaciones. 
Como veremos, en los últimos dos años ha habido muy diversos desarrollos 
significativos en esta materia que nos permiten prever con optimismo una mayor 
transparencia y control de la objetividad del reparto de la publicidad pagada con el 
dinero de los ciudadanos. La normativa y la jurisprudencia se han dotado de armas 
para este combate. Su exposición y análisis es el objeto de este trabajo°. 
entes y organismos que dependen de ellas. h) La Universidad de las Illes Balears»]; art. 2 
de la Ley 6/2010, de 23 de diciembre, de publicidad y comunicación institucional de Euskadi 
[1.— Se regirán por lo dispuesto en la presente ley las campañas institucionales de publici-
dad y comunicación realizadas por: a) La Administración general e institucional de la 
Comunidad Autónoma del País Vasco. b) Las entidades relacionadas en las letras a), b) y c) 
del apartado 4 del artículo 7 de la Ley de Principios Ordenadores de la Hacienda General 
del País Vasco , texto refundido aprobado por el Decreto Legislativo 1/1997, de 11 de no-
viembre . 2.— Al Parlamento Vasco, los órganos y comisionados de él dependientes, a las 
juntas generales y a las demás administraciones públicas vascas, foral y local, a sus consor-
cios y demás entidades integrantes de sus respectivos sectores públicos, les será de aplica-
ción el capítulo I de esta ley»]; art. 1.1 y 1.3 de la Ley 8/2013, de 27 de diciembre, de 
comunicación y publicidad institucional de Extremadura [«1. La presente ley tiene por objeto 
establecer el régimen jurídico de las campañas institucionales de comunicación y publici-
dad promovidas o contratadas por: a) La Administración de la Comunidad Autónoma 
Extremadura, los organismos autónomos, instituciones y demás entidades integrantes del 
sector público autonómico, conforme a lo dispuesto en los apartados 1 y 2 del artículo 2 de 
la Ley 7/2007, de 19 de abril, General de Hacienda Pública de Extremadura. b) La Asamblea 
de Extremadura y las demás instituciones autonómicas previstas en el artículo 15.2 del 
Estatuto de Autonomía de Andalucía, así como la Universidad de Extremadura. c) Las 
Entidades Locales de ámbito territorial de la Comunidad Autónoma de Extremadura, así 
como las instituciones o entidades públicas dependientes de ellas y cualesquiera otras 
personas jurídicas en las que participen mayoritariamente, así como los consorcios dota-
dos de personalidad jurídica, a los que se refiere el artículo 87 de la Ley 7/1985, de 2 de 
abril, reguladora de las Bases del Régimen Local en los que la aportación de estas entidades 
sea mayoritaria». 3. Queda excluida de la aplicación de esta ley aquella publicación y/o 
difusión que los sujetos enunciados en el apartado 1 del presente artículo realicen de las 
disposiciones normativas, resoluciones y actos administrativos o judiciales, en cumpli-
miento de la normativa vigente, y demás información sobre las actuaciones públicas afec-
tadas por dicho mandato, así como la publicidad que los mismos lleven a cabo en el 
ejercicio de una actividad de carácter comercial, industrial o mercantil, en el cumplimiento 
de los fines que les son propios»]. 
6. Es muy escasa la bibliografía jurídica sobre publicidad institucional. Destaca, sin 
duda, la obra de MOREU CARBONELL, E., La Administración anunciante: régimen jurídico de 
la publicidad institucional, Aranzadi, Cizur Menor, 2005, por lo demás, poco anterior a 
la Ley estatal. Aborda el tema de los criterios de reparto en pp. 302-308. Por mi parte, 
la idea de realizar este trabajo está conectada con los estudios que, por la vía de los 
artículos 68/83 LOU y por cuenta del Grupo 20minutos, he tenido ocasión de realizar 
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II. TRANSPARENCIA Y ACCESO A LA INFORMACIÓN EN EL REPARTO DE LA 
PUBLICIDAD ENTRE LOS DIFERENTES MEDIOS DE COMUNICACIÓN 
El artículo 14 LPCI prevé la elaboración por el Gobierno de un informe anual 
de publicidad y comunicación audiovisual en el que se incluyan todas las campa-
ñas institucionales, su importe, los adjudicatarios de los contratos celebrados y 
los planes de medios correspondientes, que se remite a las Cortes Generales y se 
pone a disposición de todas las organizaciones profesionales del sector. Una dis-
posición similar luce en diversas Leyes autonómicas'. Ahora bien, estos informes, 
a lo sumo, desglosan la inversión en publicidad institucional y comercial entre los 
distintos soportes, pero no entre los diferentes medios de comunicación, donde 
está el quid de la cuestión de la atribución con criterios objetivos o, por el contra-
rio, de afinidad política. 
Pues bien, para conocer este dato, y hasta tanto no haya un cambio en la nor-
mativa sobre publicidad institucional, la normativa sobre transparencia y acceso a la 
información pública está llamada a constituir el instrumento clave. 
en los últimos dos años. Acepté encantado el encargo, pues siempre he considerado 
que se trata de una materia crucial necesitada de auténtica transparencia, objetividad 
y control y en la que sin embargo se constatan graves prácticas disfunciones. El trabajo 
realizado en estos últimos años me ha permitido constatarlo pero también ha contri-
buido, como se verá, a poner en marcha mecanismos de recurso que han dado origen 
a interesantes pronunciamientos del Consejo de Transparencia y Buen Gobierno, del 
Tribunal administrativo central de recursos contractuales o del Tribunal Superior de 
Justicia de Madrid que espero contribuyan en el futuro a una mejora en la transparen-
cia y en la objetividad del reparto de publicidad entre los distintos medios de comuni-
cación. Por supuesto, aquí llevo a cabo un trabajo de índole científica, desvinculado de 
cualquier interés de parte. 
7. 	Así, art. 11 de la Ley 13/2010, de 9 de diciembre, de publicidad institucional de las Illes 
Balears (4. Para la elaboración del informe anual sobre la actividad de publicidad 
institucional, los sujetos sometidos a esta ley remitirán a la Comisión de Publicidad 
Institucional de las Illes Balears, en el plazo y con el contenido que se determine re-
glamentariamente, una memoria de todas las actividades de publicidad institucional 
desarrolladas durante el año, así como las subvenciones concedidas a medios de co-
municación en el mismo ejercicio presupuestario. La memoria debe especificar necesa-
riamente los medios de difusión empleados y el gasto efectuado en cada uno para cada 
actividad. 2. La Comisión de Publicidad Institucional de las Illes Balears remitirá el 
informe anual al Parlamento de las Illes Balears durante el primer período de sesiones, 
para su debate de acuerdo con el Reglamento de la cámara»); o 11.g) de la Ley 8/2013, 
de 27 de diciembre, de comunicación y publicidad institucional de Extremadura (que in-
cluye entre las competencias de la Comisión de Publicidad Institucional la siguiente: 
«elaborará un informe anual en el que se incluirán todas las campañas institucionales 
realizadas en el año anterior, señalándose su importe y los adjudicatarios de los con-
tratos celebrados. Este informe se remitirá a la Asamblea de Extremadura en el primer 
periodo de sesiones de cada año y será puesto a disposición de todas las organizaciones 
profesionales del sector o ciudadanos que lo soliciten»). 
1. LA REGULACIÓN DEL ARTÍCULO 37 LRJPAC Y SU APLICACIÓN A LA PUBLICIDAD 
INSTITUCIONAL 
Como es sabido, el derecho de acceso a la información pública tiene reconoci-
miento constitucional en el artículo 105.b) de la Constitución Española. 
Fue objeto de desarrollo legal en el artículo 37 de la Ley 30/1992, de 26 de no-
viembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento 
Administrativo Común (en adelante, LRJPAC). El contenido original de dicho artícu-
lo continuó en vigor hasta el 10 de diciembre de 2014, en que quedará sustituido por 
una mera remisión a lo dispuesto en la Ley 19/2013, de 9 de diciembre, de transpa-
rencia, acceso a la información pública y buen gobierno (en adelante, LT). Para los 
órganos de las Comunidades Autónomas y las Entidades Locales la citada Ley entró 
en vigor el 10 de diciembre de 2015, rigiéndose hasta entonces por el contenido de 
la regulación original del artículo 37 LRJPAC. 
Bajo su vigencia, algunas notas básicas y en muchos casos diferenciales respec-
to del régimen actual eran las siguientes: 
— Por una parte, el derecho de acceso compartía el ámbito subjetivo de la propia 
LRJPAC, definido en su artículo 2, limitado a las entidades de Derecho Público en la 
medida que ejercen potestades administrativas. En consecuencia, el artículo 37 sólo 
era estrictamente de aplicación a las campañas de publicidad institucional emprendi-
das por Administraciones territoriales (estatal, autonómica, diputaciones, municipios) 
y entidades de Derecho Público vinculadas a ellas. Quedaban por el contrario fuera del 
ámbito de aplicación de la LRJPAC y, por ende, del derecho de acceso a la información, 
las entidades de Derecho privado, como las sociedades mercantiles o las fundaciones. 
— Las solicitudes de acceso a la información no requerían, con carácter general, 
motivación, a expensas de lo que se dirá a continuación sobre el acceso a documentos 
nominativos. 
— Las limitaciones al acceso a la información contenidas en el artículo 37 LRJPAC 
estaban establecidas en sus apartados 2 (derecho a la intimidad), 3 (documentos no-
minativos) y 4 (prevalencia de otros derechos o intereses)8. La protección de los datos 
íntimos y la de los datos nominativos no íntimos parecía sólo predicable de las per-
sonas físicas, como demostró respecto de estos segundos la doctrina más autorizada 
acudiendo a los orígenes del precepto'. Es más, alguna sentencia consideró que no 
8. Junto a ello, los apartados 5 y 6 regulaban las materias excluidas y las materias respecto de 
las cuales el acceso a la información se rige por su normativa específica, entre las que no se 
encontraba la publicidad institucional. 
9. La noción de «documento nominativo» acogida en el artículo 37.3, como ha destacado S. 
FERNÁNDEZ RAMOS, en El derecho de acceso a los documentos administrativos, Marcial Pons, 
Madrid, 1997, pp. 500-506, fue tomada del Derecho francés, en que se refiere a los 
documentos que, sin ser íntimos, contienen una apreciación o un juicio de valor sobre 
una persona física nominalmente designada o fácilmente identificable, así como los que 
comportan informaciones de orden personal o que describan el comportamiento de per-
sonas físicas concretas y que la divulgación de dicho comportamiento podría causar un 
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todo documento que contuviera el nombre de una persona física era un documento 
nominativow. No obstante, alguna sentencia sí había extendido —eso sí, manifes-
tando sus dudas y a efectos dialécticos— el concepto de documentos nominativos 
a los continentes de información sobre personas jurídicas". En todo caso, en este 
supuesto, tanto en el caso de las personas físicas como si se entendía aplicable a las 
personas jurídicas, se concedía el acceso si el solicitante acreditaba un interés legí-
timo". Por lo demás, el apartado 4 establecía una cláusula abierta, según la cual «el 
perjuicio. Era, pues, de aplicación sólo a determinados datos de personas físicas. Sigue 
en esto idéntica lógica que el Derecho europeo y los Derechos de todos los países de 
nuestro entorno, reflejada en nuestra propia Ley Orgánica 15/1999, de 13 de diciembre, 
de protección de datos de carácter personal, que es de aplicación sólo a los datos de per-
sonas físicas (artículo 3.a). 
10. Como señala la sentencia del Juzgado de lo contencioso-administrativo núm. 4 de Málaga 
de 24 de enero de 2001, «siguiendo esos criterios y ante la confusa redacción del art. 37-3, 
no podemos entender que los documentos solicitados puedan calificarse de nominativos 
por el simple hecho de que contengan referencias precisas a determinadas personas, con-
cretamente los propietarios de las reses, pues raro será el documento administrativo que 
no resulte nominativo siguiendo esa restrictiva interpretación contraria a los principios 
expuestos. Es claro que los documentos en cuestión no tienen un destinatario específico 
y determinado, lo que debe resultar suficiente para excluir ese carácter que supone una 
limitación del derecho del art. 37-1». Se trata de una perspectiva del máximo interés, la del 
concepto de «dato personal», que no podemos abordar aquí. 
11. Así, la STS de 16 de diciembre de 2011, Ar. 2012/2832, en el caso de acceso a informa-
ción sobre subvenciones a asociaciones, con estos matices: «Haciendo abstracción de 
las dudas interpretativas que suscita el precepto, para resolver el problema que late en 
el recurso es conveniente partir de que los documentos que integran el expediente de 
autos disponen de la cualidad de nominativos, aceptando así, a efectos dialécticos, el 
planteamiento del recurrente». 
12. El Tribunal Supremo ha sido contundente al resaltar que basta que el conocimiento de la 
información pueda ser útil para la defensa de los intereses del solicitante, comprendiendo, 
incluso, el interés moral o material. Así ha considerado como interés legítimo «toda clase 
de interés moral o material que pueda resultar beneficiado con la estimación de la preten-
sión ejercitada, siempre que no se reduzca a un simple interés a la legalidad» (STS de 9 de 
octubre de 1984). Y ha añadido que ese interés así definido «puede prescindir, ya, de las 
notas de personal y directo, pues tanto la jurisprudencia del Tribunal Supremo como la del 
Tribunal Constitucional, han declarado, al diferenciar el interés directo y el legítimo, que 
esto no sólo es superador y más amplio que aquél sino también que es, por sí, autosuficien-
te (STS de 18 de noviembre de 1993). Debe entenderse por interesado, pues, en materia 
de acceso a la información, «empleando una interpretación acorde con los principios cons-
titucionales de participación política, libertad de información y tutela judicial efectiva», 
como «aquella persona que legítimamente justifica una razonable expectativa de obtener 
provecho en la consulta de los antecedentes cuyo examen puede serle útil para decidir 
sobre la presentación de una solicitud ante la Administración o el ejercicio de un derecho 
frente a ella». El derecho de acceso está «relacionado con el derecho de participación polí-
tica, con el de libertad de información y con el de tutela judicial efectiva. Refleja una con-
cepción de la información que obra en manos del poder público acorde con los principios 
inherentes al Estado democrático (en cuanto el acceso a los archivos y registros públicos 
ejercicio de los derechos que establecen los apartados anteriores podrá ser denegado 
cuando prevalezcan razones de interés público, por intereses de terceros más dignos 
de protección o cuando así lo disponga una Ley, debiendo, en estos casos, el órga-
no competente dictar resolución motivada»13. Aplicado a la publicidad institucio-
nal había que constatar que los datos sobre reparto de publicidad institucional son 
relativos a la actividad de personas jurídicas (Administraciones públicas, agencias 
de publicidad y medios de comunicación) y, por ende, no parecían entrar el ámbito 
de aplicación del apartado segundo ni tercero del artículo 37, sino de su apartado 
primero, que no condicionaba el acceso a la acreditación de ningún tipo de interés. 
En todo caso, el interés por conocerlos por parte de los medios de comunicación y 
implica una potestad de participación del ciudadano y facilita el ejercicio de la crítica del 
poder) y al Estado de derecho (en cuanto dicho acceso constituye un procedimiento indi-
recto de fiscalizar la sumisión de la Administración a la ley y de permitir con más eficacia 
el control de su actuación por la jurisdicción contencioso-administrativa». [STS de 30 de 
marzo de 1999). Esto es, «la posibilidad de que el acceso a los documentos depare a quien 
lo pretende un beneficio o provecho o le sirve para evitar o disminuir un perjuicio 1...1 El 
punto de punto de partida en el que nos sitúa la Constitución no puede ser otro que el del 
reconocimiento a los ciudadanos de la facultad de acceder a los documentos que obran en 
los archivos y registros públicos. Esta es la regla general y las excepciones que se le impon-
gan por las Leyes han de estar justificadas en términos constitucionalmente aceptables». 
El derecho de acceso es acorde «con los principios que deben inspirar la actuación de las 
Administraciones Públicas y, en particular, con el de transparencia que, según el artículo 
3.4 de la Ley 30/1992 y conjuntamente con el de participación, ha de guiar sus relaciones 
con los ciudadanos» (STS de 6 de junio de 2005). Así, p. ej., en la STS de 16 de diciembre 
de 2011, citada, o en la STS de 6 de junio de 2005 (acceso de un opositor a exámenes de 
otros), STSJ de Cataluña de 14 de mayo de 1996 (acceso a expedientes de liquidaciones 
por el impuesto sobre el incremento del valor de los terrenos derivados de transmisiones 
en las que no había sido parte respecto de fincas que quería comprar), STSJ de Madrid de 
27 de enero de 2004 (acceso a información sobre licencias de obras y a Declaración de 
Incompatibilidades, Actividades, y Bienes Patrimoniales de un Concejal. La acción pública 
en urbanismo implica el acceso a la información. Al tratarse de datos nominativos y no ha-
ber un interés prevalente, porque el concejal no había participado en la decisión, se deniega 
lo segundo), STSJ de Castilla y León de 10 de octubre de 2003 (acceso de acceso a todos los 
expedientes tramitados en orden a la concesión, y en su caso a la renovación, de Licencias 
de Actividad y Apertura de una Clínica de Radiología por parte de una Comunidad de 
Propietarios. Se concede). 
13. Se trataba de un apartado considerado inconstitucional por la doctrina y contrario a la 
normativa europea, en la medida en que condiciona un derecho constitucional a su pon-
deración con una cláusula abierta. Va, así, mucho más allá de los límites establecidos de 
forma expresa en el artículo 105.b) de la Constitución y lo sustituye por una cláusula 
absolutamente abierta que en la práctica implica el otorgamiento de una discrecionalidad 
sin límites a la Administración, lo que, en un supuesto similar previsto en la normativa 
sobre protección de datos, ya fue considerado inconstitucional en la Sentencia del Tribunal 
Constitucional 292/2000. Asimismo, el Convenio Europeo de Acceso a los Documentos 
Públicos prohíbe cláusulas generales y exige que el listado de los límites sea tasado e inclu-
ya como máximo los contenidos en el propio artículo 3 de dicho Convenio. 
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por la sociedad en su conjunto era evidente y debía prevalecer. Así lo ha entendido 
una reciente sentencia de 2015, que aplica, ratione temporís, el artículo 37 LRJPAC'4. 
— El procedimiento no se regulaba, quedando a las reglas supletorias de la 
LRJPAC (plazo de tres meses y silencio positivo). De este modo, cuando se producía 
el silencio (desgraciadamente, la respuesta mayoritaria bajo el imperio del artículo 
37 LRJPAC), en caso de posterior incumplimiento de la obligación de facilitar a la 
información, era de aplicación el artículo 29.2 LJCA, es decir, procedía requerir al 
órgano en cuestión la entrega de la información solicitada en cualquier momento a 
partir de la notificación de la decisión que reconoce el derecho de acceso, sea expresa 
o presunta y, transcurrido el plazo de un mes sin que se ejecute, interponer recurso 
judicial. El plazo para la interposición de recurso judicial, como dispone el artículo 
46.2 LJCA, era en estos casos de dos meses contados a partir del día siguiente del 
vencimiento del citado plazo de un mes para la ejecución. Resulta muy importante 
subrayar que en estos supuestos no procedía debatir ante los tribunales el fondo del 
asunto, esto es, si procede o no conceder el acceso a la información en función de si 
está en juego algún límite. Lo que estaba en cuestión era el puro incumplimiento de 
un acto firme y por tanto, el tribunal debe sencillamente comprobar que mediante 
decisión expresa o por silencio positivo el solicitante vio reconocido su derecho de 
acceder a la información, en este caso sobre reparto de publicidad institucional, y 
14. Un ejemplo de aplicación de este cauce lo encontramos en la STSJ de Madrid de 18 de 
marzo de 2015, núm. 111. Una editora de prensa en papel y digital, el Grupo 20minutos, 
había solicitado información sobre los expedientes de contratación (incluyendo el reparto 
en los diferentes medios) de las campañas del «Tesoro Público» de años anteriores. La 
Administración había denegado la solicitud, aduciendo que se trataba de datos nomina-
tivos y que al ser los licitadores las agencias de medios y no los medios de comunicación, 
la empresa solicitante carecía de la condición de interesado. En esta sentencia el TSJ de 
Madrid incluye en el concepto de «dato nominativo» a los relativos a personas naturales o 
jurídicas, con apoyo, para la inclusión de estas segundas, en la STS de 16 de diciembre de 
2011. Considera que la editora tiene un interés sobre la información, «dada su condición 
de medio de comunicación, argumento que en tal caso ha de acogerse toda vez que la infor-
mación que solicita se refiere a datos sobre publicidad institucional y su reparto en medios 
de comunicación y en consecuencia sí podría verse afectada directa o indirectamente por 
este reparto. Es decir, su interés trasciende de un meramente genérico dada su condición 
de medio de comunicación. En tal sentido se puede entender que tiene un interés legítimo», 
apoyándose para invocar la prevalencia en estos casos del acceso de nuevo en la citada STS 
de 16 de diciembre de 2011. En consecuencia, estima el recurso, al considerar que «de la 
propia situación del recurrente como medio de comunicación se desprende su interés en 
conocer el reparto de la publicidad institucional en los medios de comunicación, y por 
otro lado, al referirse a campañas terminadas no cabe denegar tal derecho por no ser un 
interesado en la contratación en la medida en que el proceso solo afectaría a agencias de 
publicidad, puesto que el interés del recurrente no reside en este proceso de contratación 
sino en la distribución de los fondos en la campaña que en cada anualidad se ha realizado 
y que contiene publicidad institucional». Condena en costas a la Administración. 
ordenar que se satisfaga. Así lo ha entendido de nuevo otra reciente sentencia de 
2015, que aplica, ratione temporís, el artículo 37 LRJPAC5. 
2. LA REGULACIÓN EN LAS NUEVAS LEYES DE TRANSPARENCIA 
La LT y las leyes autonómicas sobre transparencia han aportado elementos que 
llaman a una transparencia total del reparto de la publicidad institucional entre los 
diferentes medios de comunicación. 
Como es sabido, el contexto de la aprobación de la ley básica estatal y de las 
leyes autonómicas16 ha sido el de una auténtica eclosión de las exigencias de transpa- 
15. Se trata de la STSJ de Madrid de 24 de abril de 2015, núm. 242. Una editora de prensa 
en papel y digital, el Grupo 20minutos, había solicitado información sobre los expedien-
tes de contratación (incluyendo el reparto en los diferentes medios) de las campañas de 
seguridad vial desarrolladas en años anteriores por la Dirección General de Tráfico. Ante 
la falta de respuesta en plazo, entendió su solicitud estimada por silencio y solicitó certifi-
cado de acto presunto, que tampoco le fue expedido. Requirió a continuación a la DGT la 
entrega de la documentación, obteniendo de nuevo la callada por respuesta, ante lo cual 
accionó por la vía del 29.2 LJCA. Una vez interpuesto el recurso judicial, la DGT envió al 
demandante alguna información, con carácter incompleto respecto de lo solicitado. La Sala 
constata el silencio positivo (e incluso su propio reconocimiento por la DGT al enviar la 
documentación solicitada, si bien no en su totalidad) y que se solicita la pura ejecución de 
un acto firme, establece que se han seguido todos los cauces adecuados y, sin entrar en el 
fondo, ordena a la DGT la entrega de la información restante. Es más, y como obíter dicta, 
concluye haciendo referencia a su propia sentencia de 18 de marzo de 2015 antes citada, 
con el mismo recurrente, para recordar que «el acceso tiene su justificación legal por la 
transparencia [con este realce en el original] que ha de llevar el reparto de esas campañas 
publicitarias entre los diferentes medios de comunicación de forma individualizada, como 
clave para asegurar la participación y control por la opinión pública acerca del eficiente 
empleo de fondos públicos con arreglo a criterios objetivos como el coste económico y la 
eficiencia prevista en el art. 8.1 de la Ley 29/1995 de Publicidad Institucional». Además, 
trae también a colación aquella sentencia para reafirmar el interés legítimo de la actora 
en el conocimiento de la información, en los términos de que dejamos constancia supra. 
Condena en costas a la Administración. 
16. El retraso en la aprobación de la LT hizo que diversas Comunidades Autónomas tomaran 
la delantera, aprobando sus propias leyes sobre la materia. Es el caso de la Ley 4/2006, de 
30 de julio, de transparencia y buenas prácticas en la Administración pública gallega, de la 
Ley Foral 11/2012, de 21 de junio, de Transparencia y del Gobierno Abierto de Navarra o 
de la Ley 4/2013, de 21 de mayo, de Gobierno Abierto de Extremadura. Otras se han apro-
bado con posterioridad. La primera de ellas la Ley 1/2014, de 24 de junio, de Transparencia 
Pública de Andalucía. Le ha seguido la Ley 3/2014, de 11 de septiembre, de Transparencia 
y Buen Gobierno de la Rioja, la Ley 12/2014, de 16 de diciembre, de Transparencia y 
Participación Ciudadana de la Región de Murcia, la Ley 12/2014, de 26 de diciembre, de 
Transparencia y Acceso a la Información Pública de Canaria, la Ley 19/2014, de 29 de diciem-
bre, de Transparencia, Acceso a la Información. Pública y Buen Gobierno de Cataluña, la Ley 
3/2015, de 4 de marzo, de Transparencia y Participación Ciudadana de Castilla y León, Ley 
8/2015, de 25 de marzo, de Transparencia de la actividad pública y Participación ciudadana 
de Aragón, y la Ley 2/2015, de 2 de abril, de Transparencia, Buen gobierno y Participación 
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rencia y dación de cuentas sobre el destino de los fondos públicos en un contexto de 
crisis económica, política, casos de corrupción en cascada y, en fin, deslegitimación 
institucional que he expuesto en otros trabajos calificándolo como una «tormenta 
perfecta»17. El resultado ha sido un trenzado normativo en línea con los países avan-
zados en materia de transparencia. 
De este modo, y como notas características, puede señalarse que la LT: 
— Amplia notablemente el ámbito subjetivo de aplicación respecto de su preceden-
te en el artículo 37 LRJPAC18. Lo más destacado es que es de aplicación cualquiera 
Ciudadana de Comunidad Valenciana. En casi todas las demás estaban en marcha iniciati-
vas en diversos parlamentos autonómicos que decayeron con las elecciones de 2015 y que 
sin duda se retomarán y los Gobiernos de otras Comunidades Autónomas están elaborando 
proyectos de leyes. En algún caso, se ha procedido tan sólo a una modificación legal para la 
designación de la Autoridad de control en materia de transparencia. Así, en la Comunidad de 
Madrid, la Ley 4/2014, de 22 de diciembre, de Medidas Fiscales y Administrativas modificó 
la Ley reguladora de su Consejo Consultivo, atribuyéndole la competencia de resolución de 
reclamaciones. Con la supresión de este órgano, se ha atribuido esta competencia al Tribunal 
Administrativo de Contratación Pública de la Comunidad de Madrid. 
17. Sobre el tema, véase GUICHOT, E., «El sentido, el contexto y la tramitación de la Ley de 
transparencia, acceso a la información pública y buen gobierno», en GUICHOT, E. (Coord.), 
Transparencia, Acceso a la Información Pública y Buen Gobierno. Estudio de la Ley 19/2013, de 
9 de diciembre, Ed. Tecnos, Madrid, 2014, pp. 17-34. 
18. Integra en su artículo 2 a: «a) La Administración General del Estado, las Administraciones 
de las Comunidades Autónomas y de las Ciudades de Ceuta y Melilla y las entidades que 
integran la Administración Local. b) Las entidades gestoras y los servicios comunes de la 
Seguridad Social así como las mutuas de accidentes de trabajo y enfermedades profesio-
nales colaboradoras de la Seguridad Social. c) Los organismos autónomos, las Agencias 
Estatales, las entidades públicas empresariales y las entidades de Derecho Público que, 
con independencia funcional o con una especial autonomía reconocida por la Ley, tengan 
atribuidas funciones de regulación o supervisión de carácter externo sobre un determinado 
sector o actividad. d) Las entidades de Derecho Público con personalidad jurídica propia, 
vinculadas a cualquiera de las Administraciones Públicas o dependientes de ellas, inclui-
das las Universidades públicas. e) Las corporaciones de Derecho Público, en lo relativo 
a sus actividades sujetas a Derecho Administrativo. f) La Casa de su Majestad el Rey, el 
Congreso de los Diputados, el Senado, el Tribunal Constitucional y el Consejo General del 
Poder Judicial, así como el Banco de España, el Consejo de Estado, el Defensor del Pueblo, 
el Tribunal de Cuentas, el Consejo Económico y Social y las instituciones autonómicas 
análogas, en relación con sus actividades sujetas a Derecho Administrativo. g) Las socieda-
des mercantiles en cuyo capital social la participación, directa o indirecta, de las entidades 
previstas en este artículo sea superior al 50 por 100. h) Las fundaciones del sector público 
previstas en la legislación en materia de fundaciones. i) Las asociaciones constituidas por 
las Administraciones, organismos y entidades previstos en este artículo. Se incluyen los 
órganos de cooperación previstos en el artículo 5 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, 
de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo 
Común, en la medida en que, por su peculiar naturaleza y por carecer de una estructura 
administrativa propia, le resulten aplicables las disposiciones de este título. En estos casos, 
el cumplimiento de las obligaciones derivadas de la presente Ley serán llevadas a cabo por 
que sea la forma de personificación jurídica o la actividad perseguida, siempre que la 
entidad sea dependiente o esté vinculada a una Administración. Es decir, allí donde 
el capital es mayoritariamente público, incluso si se trata de una actividad comercial 
desempeñada bajo entidades con personalidad jurídica de Derecho privado. Esto 
muy relevante en materia de publicidad del sector público, puesto que como anota-
mos, un volumen muy importante de la misma tiene la consideración de «publicidad 
comercial» y no «institucional». Por tanto, la LT obliga a facilitar información sobre 
todo tipo de contratos de publicidad, incluidos los no sometidos a la plena aplicación 
de la normativa sobre contratos del sector público o sobre publicidad institucional. 
— Contempla un listado exhaustivo —y no abierto, como su precedente— de lími-
tes al derecho de acceso en su artículo 14'9, complementado en su artículo 15 con 
las relativas al derecho a la intimidad y a la protección de datos personales. Ninguna 
de ellas parece de aplicación a los expedientes sobre publicidad institucional. Tal vez 
tiendan a invocarse «intereses económicos y comerciales» por parte de las agencias 
de publicidad o los propios medios de comunicación por cuanto en los expedientes 
se encontrarán datos de tarifas y descuentos (que por lo demás son de facto cono-
cidos en el sector). Ahora bien, la propia LT prevé que incluso si la divulgación de 
información puede afectar de forma negativa a algunos de los intereses relacionados 
en los artículos 14 y 15, puede prevalecer un interés público en el conocimiento por 
la ciudadanía de la información, o privado del solicitante en obtener la información 
que justifique la concesión del acceso. Y es así que en materia de contratación de 
publicidad institucional existen intereses públicos y privados evidentes que justifi-
carían en todo caso la divulgación, como es el conocimiento público del destino de 
los fondos públicos utilizados para la publicidad institucional que permita evaluar 
su ejecución conforme a los principios de no discriminación, objetividad, eficacia y 
eficiencia, objetivos en torno a los que se alza la legislación sobre contratos y sobre 
publicidad institucional. Además, la inclusión de todos los medios de comunicación 
relevantes en el reparto es conditio sine qua non para la libertad de información de to-
dos los ciudadanos ex artículo 20 de la Constitución, como ha afirmado la jurispru-
dencia constitucional. A ello hay que añadir que, como también se desarrollará más 
adelante, concurre un evidente interés privado de las empresas de comunicación en 
poder controlar el reparto no discriminatorio (artículo 14 de la Constitución), que 
respete la libertad de información (artículo 20 de la Constitución). En todo ello se 
la Administración que ostente la Secretaría del órgano de cooperación. 2. A los efectos de 
lo previsto en este título, se entiende por Administraciones Públicas los organismos y enti-
dades incluidos en las letras a) a d) del apartado anterior». 
19. Su fuente de inspiración ha sido el CEADP. Son los siguientes: la seguridad nacional, 
la defensa, las relaciones exteriores, a seguridad pública, la prevención, investigación y 
sanción de los ilícitos penales, administrativos o disciplinarios, la igualdad de las par-
tes en los procesos judiciales y la tutela judicial efectiva, las funciones administrativas 
de vigilancia, inspección y control, los intereses económicos y comerciales, la política 
económica y monetaria, el secreto profesional y la propiedad intelectual e industrial, la 
garantía de la confidencialidad o el secreto requerido en procesos de toma de decisión y 
la protección del medio ambiente. 
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profundizará más adelante, porque son principios nucleares de la regulación norma-
tiva y de la jurisprudencia en materia de reparto de publicidad entre medios de co-
municación. Esta necesidad de transparencia que permita controlar la objetividad en 
la contratación de publicidad, además, no puede depender del dato instrumental de 
que la entidad contratante decida acudir a una central de medios o por el contrario 
adjudicar directamente los contratos a los medios de comunicación, como dispone 
el artículo 8.1 LPCI2° y ha puesto de relieve la jurisprudencia". Finalmente, hay que 
apuntar que en el supuesto de que se entendiera concurrente en alguna ocasión ex-
cepcional alguna de los límites contemplados en el artículo 14 o 15 LTBG (el único 
pensable en este terreno en principio serían, como dijimos, los intereses económicos 
y comerciales respecto de datos de agencias de publicidad como sus descuentos y 
márgenes de beneficios), y que se entendiera que no prevalece el interés público en la 
transparencia ni el privado del medio solicitante de información conectado con los 
artículos 14, 20 y 24 de la Constitución, habría de darse acceso a toda la información 
del expediente de contratación con omisión exclusiva de estos datos, en cumplimien-
to del artículo 16 que dispone ha de analizarse siempre la posibilidad de otorgar el 
acceso parcial. Y, a nuestros efectos, el dato más relevante es conocer el coste de las 
inserciones, su alcance, la adecuación al público objetivo, en fin, los criterios, que 
veremos, han de guiar el reparto (y no tanto la política comercial de las agencias). 
— Las nuevas Leyes de transparencia hacen hincapié en la relevancia de la pu-
blicidad activa en Internet sin necesidad de previa solicitud de la información más 
relevante para posibilidad el control de la actuación y el gasto público, entre la que 
se encuentran todos los contratos, convenios y ayudas (no sólo a aquellos cuya pu-
blicidad está prevista en la legislación que regula estas modalidades de actuación ni 
limitada a los extremos en ella prevista)22. Al ser preceptos básicos se aplican a todas 
20. «Los contratos vinculados a las campañas reguladas por esta Ley se adjudicarán con arre-
glo a su normativa aplicable, respetando estrictamente los principios de publicidad y con-
currencia, y atendiendo siempre a criterios objetivos tales como el coste económico y la 
eficacia prevista del plan de medios. Estos mismos criterios objetivos deberán ser observa-
dos por los contratistas en los supuestos de subcontratación». 
21. Por todas, Sentencias del Tribunal Supremo de 14 de enero de 1988, de 2 de julio de 1994, 
de 7 de julio de 1995, de 10 de julio de 1995, de 16 de diciembre de 1997, de 5 de mayo de 
1998 o de 13 de julio de 1998. 
22. Artículo 8.1 letras a), b) y c), en los siguientes términos: «a) Todos los contratos, con in-
dicación del objeto, duración, el importe de licitación y de adjudicación, el procedimien-
to utilizado para su celebración, los instrumentos a través de los que, en su caso, se ha 
publicitado, el número de licitadores participantes en el procedimiento y la identidad del 
adjudicatario, así como las modificaciones del contrato. Igualmente serán objeto de pu-
blicación las decisiones de desistimiento y renuncia de los contratos. La publicación de la 
información relativa a los contratos menores podrá realizarse trimestralmente. Asimismo, 
se publicarán datos estadísticos sobre el porcentaje en volumen presupuestario de con-
tratos adjudicados a través de cada uno de los procedimientos previstos en la legislación 
de contratos del sector público. b) La relación de los convenios suscritos, con mención de 
las partes firmantes, su objeto, plazo de duración, modificaciones realizadas, obligados a 
la realización de las prestaciones y, en su caso, las obligaciones económicas convenidas. 
las Administraciones públicas de cualquier ámbito territorial e incluyen claro está, la 
información relativa a los contratos de servicios de publicidad y a cualquier convenio 
o subvención a medios de comunicación. Es cierto que muchos de estos contratos 
se llevan a cabo a través de agencias de publicidad, de tal modo que la publicidad 
activa no alcanza a la información del reparto posterior de la publicidad entre los 
distintos medios de comunicación. Se presentaron en enmiendas en este sentido, 
que no fueron aceptadas23. En todo caso, la práctica totalidad de las leyes autonó-
micas han dado tal relevancia al conocimiento de este género de contratos que han 
previsto expresamente la publicidad activa en materia de publicidad institucional, 
unas de forma genérica24, otras especificando que ha de incluirse el reparto entre los 
Igualmente, se publicarán las encomiendas de gestión que se firmen, con indicación de 
su objeto, presupuesto, duración, obligaciones económicas y las subcontrataciones que se 
realicen con mención de los adjudicatarios, procedimiento seguido para la adjudicación e 
importe de la misma. c) Las subvenciones y ayudas públicas concedidas con indicación de 
su importe, objetivo o finalidad y beneficiarios». 
23. Así, el Grupo parlamentario socialista, en su enmienda núm. 464 en el Congreso de los 
Diputados y 214 en el Senado, y el Grupo parlamentario Entesa pel Progrés de Catalunya 
en su enmienda núm. 133 en el Senado, propusieron la adición dentro de las materias 
sometidas a publicidad activa, del siguiente apartado: «4. Las Administraciones Públicas 
publicarán la información relativa a las campañas de publicidad o comunicación ins-
titucional que hayan promovido o contratado, el importe de las mismas, los contratos 
celebrados incluyendo la información a que se refiere el artículo 7.1.a) de esta ley 18.1.a) 
en su paso al Senado], así como los planes de medios correspondientes en el caso de las 
campañas publicitarias». 
24. Artículos 13.w) de la Ley Foral 11/2012, de 21 de junio, de la Transparencia y del Gobierno 
Abierto («El gasto público realizado en campañas de publicidad institucional»); 14.1 de 
la Ley 4/2013, de 21 de mayo, de Gobierno Abierto de Extremadura («En particular, se 
reflejarán las partidas presupuestarias, así como la información trimestral del grado de 
ejecución, por secciones, capítulos y programas, con expresión pormenorizada, en su caso, 
del gasto público en publicidad institucional»); 16.e; en correspondencia, la Ley 8/2013, 
de 27 de diciembre, de comunicación y publicidad institucional de Extremadura prevé en 
su DFla que: «1. Se publicará en el Portal de Transparencia y Participación (conforme a lo 
dispuesto en la Ley 4/2013, de 21 de mayo, de Gobierno Abierto de Extremadura) la adju-
dicación de los contratos de publicidad institucional que celebre cualquier órgano, entidad 
o sociedad mercantil incluido en el ámbito de aplicación de esta ley. 2. La publicación a 
la que se refiere el apartado anterior especificará el objeto del contrato, su cuantía y el 
nombre del adjudicatario); de la Ley 1/2014, de 24 de junio, de Transparencia Pública de 
Andalucía («El gasto público realizado en campañas de publicidad institucional»); 14.4.c) 
de la Ley 12/2014, de 16 de diciembre, de Transparencia y Participación Ciudadana de la 
Comunidad Autónoma de la Región de Murcia («Finalmente, y sin perjuicio de la informa-
ción a proporcionar como consecuencia del artículo 17, publicarán la información relativa a 
aquellas campañas de publicidad institucional que hubieran promovido o contratado y del 
gasto público realizado en ellas») y 3.1.0 de la Ley 3/2015, de 4 de marzo, de Transparencia 
y Participación Ciudadana de Castilla y León («El gasto público realizado en campañas de 
publicidad institucional»). 
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diferentes medios de comunicación". Es decir, que el propio Legislador es conscien-
te del interés superior existente en el conocimiento de este tipo de informaciones, 
en línea con la jurisprudencia constitucional citada. Deben hacerse varias precisio-
nes adicionales. En primer lugar, que esa publicidad es adicional a la que prevé la 
normativa sectorial en materia de contratación o subvenciones, lo que resulta lógico 
dado que la publicidad en este caso tiene una finalidad distinta, ya que está dirigida 
a la ciudadanía en general, como medio de transparencia, participación y control 
democrático a cuyo servicio se encamina la LTBG. En segundo lugar, que toda la 
información sobre contratos, convenios y subvenciones que no se relaciona en el 
mencionado artículo puede ser objeto de solicitud en ejercicio del derecho de acceso 
a la información pública regulado en el capítulo III de la LT. Es decir, que se trata 
de una relación de informaciones que necesariamente deben publicarse sin solicitud 
previa, que no excluye, por supuesto, solicitar cualquier información adicional (p. 
ej. acceso al plan de medios presentado por la agencia de publicidad donde figuran 
con detalle las inserciones previstas en cada medio). En tercer lugar, que conforme 
al artículo 10.2 LTBG, junto a la información incluida en el listado de la propia Ley, 
debe ser objeto de publicación «la información cuyo acceso se solicite con mayor 
frecuencia», de tal modo que, de no publicarse la información sobre el reparto de la 
publicidad institucional entre los diferentes medios, y los convenios y subvenciones 
a los mismos en aplicación del artículo 8.1.a), b) y c), habría de serlo en virtud del 
citado artículo si fuera objeto de solicitudes reiteradas. 
— El procedimiento para el ejercicio del derecho de acceso a la información públi-
ca está regulado en los artículos 17 a 22 LTBG. En lo que aquí interesa, cabe destacar 
lo siguiente. Cualquier persona puede ejercer el derecho de acceso a la información, 
sin necesidad de motivar su solicitud ni acreditar interés alguno. La motivación es 
puramente opcional. Toda resolución que deniegue total o parcialmente el acceso, o 
lo conceda a través de una modalidad distinta de la solicitada o cuando haya habido 
25. Artículos 13.5.c) de la Ley 8/2015, de 25 de marzo, de Transparencia de la Actividad 
Pública y Participación Ciudadana de Aragón («La información de las campañas de publi-
cidad institucional que hayan promovido o contratado, con indicación del gasto público de 
las mismas, de los adjudicatarios y del plazo de ejecución. Asimismo, se publicará el detalle 
de cuáles son los medios de comunicación concretos a través de los que el adjudicatario 
lleva a cabo la campaña de publicidad, así como el gasto que corresponde a cada uno de 
ellos»), 24.B.h) de la Ley 12/2014, de 26 de diciembre, de transparencia y de acceso a la in-
formación pública de Canarias («Los gastos realizados en campañas de publicidad o comu-
nicación institucional, los contratos celebrados incluyendo la información a que se refiere 
el artículo 28 de esta ley, así como los planes de medios correspondientes en el caso de las 
campañas publicitarias»), 11.1.1) de la Ley 19/2014, de 29 de diciembre, de transparencia, 
acceso a la información pública y buen gobierno de Cataluña («El coste de las campañas de 
publicidad institucional, desglosando los distintos conceptos de la campaña y el importe 
contratado a cada medio de comunicación») y 9.1.n) de la Ley 2/2015, de 2 de abril, de la 
Generalitat, de Transparencia, Buen Gobierno y Participación Ciudadana de la Comunitat 
Valenciana («El coste de las campañas de publicidad y de promoción institucional, desglo-
sando los medios de comunicación empleados, el importe destinado a cada medio y el coste 
de los diferentes conceptos, al menos una vez al ario»). 
oposición de un tercero tiene que ser motivada. El silencio es negativo, a diferencia 
de su precedente en el artículo 37 LRJPAC, debiendo entenderse pues que si trans-
curre el plazo para resolver, de un mes, sin haberse recibido notificación se ha deses-
timado la solicitud. Las resoluciones dictadas en materia de acceso a la información 
pública son recurribles directamente ante la Jurisdicción Contencioso-administrativa 
(cualquiera que sea la naturaleza, pública o privada, del sujeto ante el que se presen-
tó la solicitud), sin perjuicio de la posibilidad de interposición de una reclamación 
potestativa ante una autoridad independiente. Se trata de una reclamación sustitu-
tiva de los recursos administrativos, allí donde cupieran. Ha de interponerse ante 
el Consejo estatal de Transparencia y Buen gobierno, en el caso de decisiones de 
órganos estatales, y ante las instituciones que designe la normativa autonómica, en 
el caso de decisiones de Administraciones autonómicas y locales". La competencia 
para la resolución de los recursos contencioso-administrativo viene determinada, de 
conformidad con las reglas establecidas por la propia LJCA, por el órgano autor de 
la resolución impugnada. Conviene advertir que se producen variaciones en función 
de que se haya interpuesto directamente el recurso contencioso-administrativo o se 
haya hecho uso de la reclamación previa. También ha de notarse que, si bien la LTBG 
ha modificado la disposición adicional décima, apartado primero, de la LOFAGE 
al objeto de incluir al Consejo de Transparencia y Buen Gobierno en el listado de 
entidades de esta norma, no ha hecho lo propio con la disposición adicional cuarta, 
apartado quinto, de la LJCA que atribuye a la Audiencia Nacional el control de los 
actos de algunas de las entidades determinadas en la citada previsión de la LOFAGE. 
El resultado es que la resolución de los recursos interpuestos contra las reclama-
ciones del Consejo de Transparencia y Buen Gobierno corresponde a los Juzgados 
Centrales de lo Contencioso-Administrativo. 
Pues bien, en fechas muy recientes se ha dictado la primera resolución del 
Consejo de Transparencia en esta materia, que apuesta con contundencia por 
la transparencia de la publicidad financiada con fondos públicos. La resolución 
constata que se trata de información en poder de un sujeto incluido en el ámbito 
de aplicación de la LT y que se enmarca dentro del concepto de información pú-
blica de la LT, siendo indiferente que la campaña de publicidad sea de carácter 
comercial o institucional. Recuerda que los límites a la transparencia no operan 
«ni automáticamente a favor de la denegación ni absolutamente en relación con 
los contenidos», sino que su aplicación debe estar ligada con la protección con-
creta de un interés legítimo, esto es sometida al test del daño y al test del interés 
superior. A la luz de estos principios analiza la cuestión y advierte que la infor-
mación solicitada se refiere a campañas realizadas en años anteriores por lo que 
no puede alegarse un perjuicio económico o comercial respecto de contratos ya 
concluidos. Y respecto a si dicho conocimiento podría perjudicar las campañas 
26. Las Comunidades Autónomas pueden optar por conveniar el conocimiento de las reclama-
ciones con el Consejo de Transparencia y Buen Gobierno estatal, o bien por crear su propia 
Institución de control, como han hecho la mayor parte de las leyes autonómicas dictadas 
con posterioridad a la LT. 
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que se desarrollen en el futuro, por sentar un criterio general respecto de la 
publicidad de los planes de medios, siguiendo la argumentación del recurren-
te, se remite al propio Preámbulo y su apuesta por el conocimiento de cómo se 
manejan los fondos públicos o bajo qué criterios actúan nuestras instituciones 
como presupuesto para una sociedad que demanda participación y rendición 
de cuentas". El pronunciamiento no se limita, pues, como podría haber hecho, 
a afirmar que no concurre ningún límite y, en particular, la protección de los 
27. Se trata de la resolución de 20 de julio de 2015. Resuelve una reclamación interpuesta 
por el Grupo 20Minutos contra denegación de una solicitud que le formuló al Instituto 
de Crédito Oficial (ICO) de acceso a copia de la documentación relativa a los contratos 
relativos a las campañas o acuerdos de publicidad comercial o institucional suscritos por 
dicha entidad en los años anteriores, con desglose del reparto por medio de comunicación. 
El ICO denegó la información desglosada acogiéndose al límite establecido en el artículo 
14.1.h) LT («perjuicio a los intereses económicos y comerciales»). La argumentación era, en 
síntesis, la siguiente: sus campañas son de carácter comercial y por tanto, quedan fuera de 
la aplicación de la Ley de Publicidad Institucional conforme a su art. 1.2. Están cofinan-
ciadas por entidades financieras privadas en un 75%, entidades que no están sujetas a la 
L.T. El ICO gestiona su publicidad a través de una central de medios bajo las premisas de 
cobertura y afinidad de los diferentes soportes y medios para impactar al público objetivo 
de la campaña y de rentabilidad económica y eficiencia presupuestaria, que tiene también 
en cuenta el descuento ofertado por la empresa adjudicataria para cada soporte o medio. 
En consecuencia, a su juicio, «la revelación de datos económicos de los pagos realizados 
a los diferentes medios de comunicación alteraría el sentido del concurso y supondría un 
quebranto económico considerable para el ICO y las entidades financieras colaboradoras». 
En sus alegaciones a la reclamación añadió que la posibilidad de la central de medios de 
ofertar descuentos se basa en su capacidad de negociar con cada medio de comunicación, 
por lo que revelar datos sobre inversión, descuentos y distribución de medios menoscaba-
ría la capacidad de la adjudicataria de negociar los descuentos ofertados en el concurso 
al verse afectada su estrategia empresarial, con lo que el resultado sería un incremento 
considerable del coste de las acciones publicitarias del ICO, con un perjuicio económico. 
Como puede comprobarse, la argumentación inicial, que refería el perjuicio aparentemente 
a las entidades financieras colaboradoras, desapareció en esta argumentación. El Grupo 
2OMinutos argumentaba, en esencia, que el ICO está plenamente sometido a la LT, sin 
que tenga relevancia a los efectos de su ámbito de aplicación la distinción entre publicidad 
institucional o comercial; que los motivos aducidos carecían de sentido y, aún más, la 
afirmación según la cual conocer el reparto podía alterar el sentido del concurso podría 
evidenciar posibles desviaciones de los principios de rentabilidad económica y eficien-
cia presupuestaria; que los limites han de ser interpretados restrictivamente y teniendo 
en cuenta si concurre un interés público o privado superior que justifique el acceso aun 
produciéndose un perjuicio, y en este caso concurre tanto un interés público, controlar la 
objetividad y eficacia de la contratación pública y el mantenimiento de un sistema plural de 
medios, y un interés privado, la propia viabilidad de la empresa periodística que depende 
en buena medida de la publicidad institucional; que la importancia del conocimiento del 
manejo de los fondos públicos se expresa en el propio Preámbulo de la LT y se manifiesta 
en la previsión de publicidad activa de los contratos y en la previsión por numerosas leyes 
autonómicas de la publicidad activa del reparto de la publicidad institucional; que la in-
formación estaba en poder del ICO como reconocía en su escrito, y que el precedente de la 
STSJ de Madrid de 18 de marzo de 2015, (a la que aludimos infra), con la misma parte como 
intereses económicos y comerciales, por tratarse del conocimiento de campañas 
pasadas sino que, voluntariamente, trasciende el caso concreto y sienta princi-
pios generales que apuestan de una forma nítida y decidida por la prevalencia 
de la transparencia en el reparto de la publicidad entre los diferentes medios de 
comunicación. El argumento, que sigue muy de cerca el del reclamante, es claro: 
sólo el conocimiento de esa información permite el control del respeto a los prin-
cipios de eficiencia y eficacia de las campañas, lo que es esencial cuando se trata 
de conocer cómo se gasta el dinero público y si se reparte de manera objetiva y 
no discriminatoria. Por esa razón, la mayoría de leyes autonómicas han previsto 
la publicidad activa de los planes de medios y muchos grupos parlamentarios lo 
propusieron en la tramitación de la propia LT, lo que muestra el interés social 
que posee dicha información. Es más, la cantidad y calidad de la información no 
puede depender de que los contratos de publicidad pagados con fondos públicos 
se suscriban directamente con los medios (en cuyo caso están sometidos a pu-
blicidad activa) o con agencias de medios. En definitiva, incluso si la publicidad 
pudiera producir un perjuicio para los intereses económicos y comerciales de la 
entidad contratante o de la agencia de publicidad (que no era el caso) prevalece 
el interés público superior en el conocimiento del reparto de la publicidad entre 
los distintos medios de comunicación y el control consiguiente del respecto a los 
principios objetivos de eficiencia y eficacia que deben presidir el gasto público. 
El pronunciamiento, pues, es contundente y de alcance generar. 
recurrente, ya estimo bajo la vigencia del art. 37 LRJPAC, una solicitud de información de 
esta naturaleza con los argumentos que vimos. 
28. «No obstante, resulta innegable que sólo conociendo cómo se ha producido la ejecución 
de las campañas de publicidad, y, especialmente, los medios que han participado en las 
mismas, se puede efectivamente ejercer un control del correcto cumplimiento de dichos 
principios. Es decir, de nada serviría aseverar que determinada actuación cumple con de-
terminados criterios o normas si no se puede tener conocimiento del resultado de la misma 
y, en consecuencia, controlar si la aplicación de dichos criterios o normas ha sido correcta. 
Este hecho es especialmente relevante cuando hablamos de contratación pública, es decir, 
de uso de fondos públicos, y de garantía de la pluralidad de medios de comunicación en 
el desarrollo de las acciones publicitarias que llevan a cabo organismos públicos. Por otro 
lado, como expresamente se señala en el escrito de la reclamación, son mayoría las normas 
autonómicas que, en sus respectivas leyes de desarrollo de la LTAIBG prevén, entre las 
obligaciones en materia de publicidad activa, esto es, información que debe hacerse pública 
sin necesidad de solicitud expresa, la publicación de los gastos de las campañas de publici-
dad que se lleven a cabo. Es más, durante la tramitación parlamentaria de la actual LTAIBG 
fueron varios los grupos parlamentarios que presentaron enmiendas por las que proponían 
que la información sobre los planes de medios pasara a incluirse entre las obligaciones 
de publicidad activa. Ello demuestra a juicio de este Consejo de Transparencia y Buen 
Gobierno, que existe un interés social en el conocimiento de esta información, interés que 
se apoya en los argumentos antes expuestos. Finalmente, es importante también señalar 
que la información sobre los contratos celebrados por los organismos y entidades incluidos 
en el ámbito de aplicación de la norma, el ICO entre ellos, debe ser pública en virtud del 
artículo 8.1.a), precepto que desgrana con detalle la información, bastante exhaustiva, que 
debe hacerse pública. Dicha información no debe quedar mermada, aunque sea previo 
EL REPARTO DE REPARTO DE LA PUBLICIDAD INSTITUCIONAL... 	105 104 	REDA 2016 • 175 EMILIO GUICHOT 
III. CRITERIOS PARA GARANTIZAR LA OBJETIVIDAD EN EL REPARTO DE LA PUBLI-
CIDAD INSTITUCIONAL ENTRE LOS DIFERENTES MEDIOS DE COMUNICACIÓN 
Como vamos a ver, la normativa y la jurisprudencia insisten machaconamente 
en el necesario respecto a principios de objetividad y no discriminación en el reparto 
de la publicidad institucional. Veamos en qué términos y cuáles son los criterios que 
permiten garantizarlo. 
1. LOS CRITERIOS DE REPARTO EN LA NORMATIVA SOBRE CONTRATOS DEL SEC-
TOR PÚBLICO Y EN LA NORMATIVA SOBRE PUBLICIDAD INSTITUCIONAL 
Los contratos de difusión de publicidad institucional son contratos de servicios 
en la nomenclatura del Real Decreto Legislativo 3/2011, de 14 de noviembre y, por 
el que se aprueba el texto refundido de la Ley de Contratos del Sector Público (en. 
adelante, TRLCSP). La legislación de contratos tiene entre objetivos básicos la garan-
tía de la no discriminación en la contratación y la eficiencia económica en el destino 
de los recursos públicos29. Estos principios se imponen a todos los entes del sector 
público y no sólo a los poderes adjudicadores ni más restrictivamente aún, a las 
Administraciones públicas30, cualquiera que sea el procedimiento de selección del 
contratista y con independencia de que varíe, como veremos, la vía de recurso por la 
cual puedan hacerse valer. 
Por su parte, LPCI es tajante respecto de los criterios de reparto de la publi-
cidad institucional, que han de ser siempre objetivos como el coste económico y 
la eficacia prevista en el plan de medios, y que deben ser observados tanto por la 
Administración, si lleva a cabo la contratación directa de la inserción, como por los 
ejercicio del derecho de acceso a la información, cuando, como sucede en este caso, las 
campañas de publicidad se desarrollen previa contratación intermedia. Es decir, el contra-
to en puridad es celebrado entre el ICO y la Central de Medios y es ésta la que, a su vez, 
contrata con los diferentes medios de comunicación, pero este hecho no debe afectar en 
ningún caso la cantidad y calidad de la información a la que se tiene acceso. En conclusión, 
en base a todos los argumentos expuestos, procede declarar que existe un interés público 
superior en conocer la información relativa a la contratación pública y, especialmente en el 
caso que nos ocupa, comprobar que la misma respeta los principios que deben presidir la 
contratación de las campañas de publicidad del ICO». 
29. Estos principios constituyen el frontispicio de la Ley, conforme a cuyo artículo 1: «La 
presente Ley tiene por objeto regular la contratación del sector público, a fin de garantizar 
que la misma se ajusta a los principios de libertad de acceso a las licitaciones, publicidad 
y transparencia de los procedimientos, y no discriminación e igualdad de trato entre los 
candidatos, y de asegurar, en conexión con el objetivo de estabilidad presupuestaria y con-
trol del gasto, una eficiente utilización de los fondos destinados a la realización de obras, la 
adquisición de bienes y la contratación de servicios mediante la exigencia de la definición 
previa de las necesidades a satisfacer, la salvaguarda de la libre competencia y la selección 
de la oferta económicamente más ventajosa». 
30. Como es sabido, la aplicación de la citada norma es, por así decirlo, «gradual» en función 
de la distinción entre tres círculos: «entes organismos y entidades» de su art. 3.1, los «po-
deres adjudicadores» de su art. 3.3, y las Administraciones Públicas, de su art. 3.2. 
contratistas, en el supuesto de subcontratación (y, en consecuencia, estar así contem-
plado en los pliegos)31. Estos mismos principios se reiteran en la legislación autonó-
mica, que alude a criterios acumulativos y concurrentes, que requieren una apreciación 
global, como la implantación territorial y social, la difusión y audiencia, la adecua-
ción al público objetivo, el coste de las inserciones y la rentabilidad del impacto32. 
31. Artículo 8.1. 
32. Así, Ley 18/2000, de 29 de diciembre, por la que se regula la publicidad institucional de Cataluña 
(art. 5, contratación: «Los contratos de creación publicitaria deben adjudicarse de acuerdo 
con los criterios objetivos que garanticen la libre concurrencia y la igualdad, según lo dis-
puesto en la Ley 13/1995, de Contratos de las Administraciones Públicas, y demás norma-
tivas que le sean de aplicación»; art. 7, difusión: «La inserción de la publicidad institucional 
debe realizarse de acuerdo con criterios de implantación social y difusión del correspon-
diente medio informativo, con consideración especial por los medios de comunicación lo-
cales y comarcales. Cuando la tipología del anuncio a difundir implique como destinatario 
a un sector de la población específico, es preciso aplicar los criterios de difusión más ade-
cuados a su distribución, con su correspondiente justificación»); Ley 7/2003, de 20 de mar-
zo, de publicidad institucional de la Comunidad Valenciana (art. 7, determinación de los 
medios de difusión: «1. La distribución de la publicidad institucional respetará los princi-
pios de eficacia, eficiencia y objetividad. 2. En orden a la realización de los principios seña-
lados en el apartado anterior, para la determinación de los medios de difusión se tendrán 
en cuenta, en particular, las características de los destinatarios de la publicidad; el ámbito 
e implantación territorial y social y el nivel de difusión o audiencia de los diversos medios; 
el coste de las inserciones publicitarias; y otros criterios análogos que contribuyan a la 
óptima consecución de los fines contemplados en el artículo 2, apartado 1, de esta Ley. 3. 
Las instituciones y administraciones públicas sujetas a esta Ley no podrán abonar en nin-
gún caso por las inserciones de publicidad institucional precios abusivos, que no guarden 
proporción con la regulación normal del mercado»; art. 10, contratación: «La contratación 
de la publicidad institucional se ajustará a los principios de publicidad, concurrencia y 
no-discriminación, de acuerdo con las normas del Texto Refundido de la Ley de Contratos 
de las Administraciones Públicas, aprobado por Real Decreto Legislativo 2/2000, de 16 de 
junio»); Ley 16/2003, de 24 de marzo, sobre la actividad publicitaria de las Administraciones 
Públicas de Aragón (art. 5, criterios de contratación: «1. Los contratos de publicidad, difu-
sión publicitaria y creación publicitaria en los que fueren parte las administraciones, los 
organismos y las empresas públicas comprendidos en el ámbito de aplicación de esta Ley, 
se ajustarán a los principios contenidos en la misma y a lo dispuesto en la normativa vigen-
te en materia de contratación de las Administración públicas, con respeto a los principios 
de libre concurrencia e igualdad entre los licitadores. 2. Ninguna empresa informativa po-
drá ser excluida de la publicidad de las Administraciones Públicas de Aragón o de sus or-
ganismos públicos y sociedades por razones distintas a las objetivas que guían la inversión 
publicitaria, como son la rentabilidad del impacto o la adecuación al público objetivo»); Ley 
6/2005, de 8 de abril, Reguladora de la Actividad Publicitaria de las Administraciones Públicas 
de Andalucía (art. 5, Criterios de contratación, dispone: 1...] 3. Para alcanzar la máxima 
eficacia, en los pliegos para los contratos publicitarios se establecerá con claridad que las 
empresas licitadoras deberán atenerse a criterios técnicos en lo relativo a la planificación de 
medios y soportes de comunicación, de acuerdo con los objetivos y grupos de población 
destinatarios de la acción, el carácter territorial y la difusión de cada medio, dentro de las 
limitaciones económicas fijadas. 4. En los pliegos para los contratos publicitarios a los que 
se refiere el apartado anterior, se tendrán en cuenta los datos o índices comparativos, 
precisos y fiables, sobre difusión y audiencia, frecuencia y coste por impacto útil, horarios 
de emisión u otros de análoga naturaleza, facilitados por las entidades sin ánimo de lucro 
a que se refiere el artículo 12 de la Ley 34/1988, de 11 de noviembre, General de Publicidad 
[...1), Ley del Principado de Asturias 6/2006, de 20 de junio, de Comunicación y Publicidad 
Institucionales (artículo 5, contratación, dispone: «Los contratos relativos a comunicación 
institucional que celebren los sujetos a que se refiere el artículo 1.1 de la presente Ley se 
adjudicarán conforme a lo previsto en la normativa vigente en materia de contratación de 
las Administraciones Públicas mediante la ponderación objetiva de las ofertas recibidas 
atendiendo a criterios que garanticen la libre concurrencia, la igualdad, la publicidad, la 
economía, la eficacia, la eficiencia y la veracidad»); Ley 4/2009, de 28 de mayo, de Publicidad 
Institucional de Castilla y León (art. 10, contratación: «1. Los contratos que tengan por obje-
to acciones de publicidad institucional se efectuarán con sometimiento a lo previsto en esta 
Ley y a lo dispuesto en la normativa vigente en materia de contratos del sector público. 2. 
Reglamentariamente, podrán establecerse los criterios que han de incluirse en los pliegos 
para la adjudicación de contratos que tengan por objeto acciones de publicidad institucio-
nal, en los que, en cualquier caso, se tendrá en cuenta la utilización de procedimientos de 
acondicionamiento para permitir la accesibilidad con arreglo a las normas técnicas aplica-
bles, así como los datos o índices comparativos, precisos y fiables, sobre la difusión y au-
diencia de los medios en los que se vayan a llevar a cabo dichas acciones»); Ley 13/2010, de 
9 de diciembre, de publicidad institucional de las Illes Balears (art. 6, contratación: «1. Los 
contratos relativos a la publicidad institucional se rigen por la legislación de contratos del 
sector público y por el resto de disposiciones que les sea de aplicación, respetando los 
principios de igualdad, libre concurrencia, publicidad, objetividad, eficacia y eficiencia. 2. 
Para la determinación de los medios de difusión a utilizar en cada campaña publicitaria y 
para la distribución de la inversión entre ellos, sólo se tendrán en cuenta los criterios obje-
tivos, de alcance territorial, de difusión de cada medio y de coste económico. En las cam-
pañas dirigidas solamente a un segmento de la población, se tendrán en cuenta de manera 
destacada el uso de la lengua, la capacidad de difusión de cada medio o su adaptación al 
público objetivo de la acción publicitaria. Una vez decididos los soportes o medios a utili-
zar, los contratos a los que se refiere este artículo no podrán excluir ningún soporte o me-
dio de la misma tipología entre los que estén incluidos en la campaña publicitaria, con la 
excepción de los que lo sean de manera expresamente motivada, siendo la cuantía asignada 
a cada uno el tanto por ciento que les corresponda en función de su capacidad de difusión. 
Los criterios de difusión se establecerán para cada campaña atendiendo a los índices com-
parativos de referencia que sean comúnmente aceptados por el mercado, priorizando los 
gestionados por organizaciones sin finalidades lucrativas. 3. El precio a pagar por parte de 
los contratantes de publicidad incluidos en el artículo 2 de esta ley en ningún caso será 
superior a la media de precio de mercado de anunciantes privados para cada soporte y para 
las mismas características de los anuncios o las campañas publicitarias 1...]»), Ley 6/2010, 
de 23 de diciembre, de publicidad y comunicación institucional de Euskadi (art. 9, contratos. 
«1.— Las contrataciones externas vinculadas a las campañas reguladas por esta ley se regi-
rán por la normativa de contratación que les sea de aplicación teniendo en cuenta el objeto 
del contrato y la naturaleza jurídica del ente contratante. 2.— La adjudicación de los contra-
tos deberá ajustarse en todo caso a los principios de publicidad, concurrencia, transparen-
cia, confidencialidad, igualdad y no discriminación. 3.— La adjudicación de los contratos 
deberá realizarse a la oferta económicamente más ventajosa, atendiendo a criterios objeti-
vos directamente vinculados al objeto del contrato. 4.— Cuando razones de especialidad 
cualitativa o cuantitativa de la campaña a realizar lo aconsejen, se incluirá en los pliegos de 
2. LOS CRITERIOS DE REPARTO EN LA JURISPRUDENCIA 
A. La jurisprudencia constitucional 
En 2014 el Tribunal Constitucional dictó cuatro sentencias clave en materia de 
reparto de publicidad institucional, sobre un mismo supuesto, que han pasado a 
constituir sin duda alguna la doctrina de referencia sobre la materia33. La doctrina 
sentada resulta esencial por muchos aspectos, también en relación con las vías de 
impugnación como veremos en el siguiente epígrafe. 
En sede de principios generales, el Tribunal Constitucional ha dejado sentado 
que una discriminación entre medios de comunicación en el reparto de publicidad 
institucional lesiona derechos constitucionales. Distingue dos vertientes34. La prime-
ra es la vertiente de defensa de la libertad de información de todos los ciudadanos sin 
discriminación en función del medio de comunicación que consuman. La idea del 
razonamiento del Tribunal Constitucional es la siguiente: la publicidad institucional, 
condiciones del contrato la realización por parte de las empresas adjudicatarias de un se-
guimiento de los resultados y un análisis de impacto de la camparia»); Ley 8/2013, de 27 de 
diciembre, de comunicación y publicidad institucional de Extremadura (art. 7, contratos: «1. 
Las contrataciones y el procedimiento para la adjudicación de los contratos vinculados a 
las campañas reguladas por esta ley se ajustarán a lo dispuesto en la normativa vigente en 
materia de contratación administrativa, garantizando los principios de libre concurrencia, 
igualdad entre los licitadores y demás principios establecidos en la normativa en materia 
de contratación del sector público. 2. Los contratos de asistencia, consultoría, de servicios 
o de difusión y creación publicitaria que se celebren en el marco de la presente ley, harán 
constar en sus cláusulas que la contratación de las campañas publicitarias se realizará 
conforme a los criterios del presente artículo). 
33. Se trata de las SSTC 104/2014, de 23 de junio (Ayuntamiento de Castellón de la Plana), 
130/2014, de 21 de julio (Ayuntamiento de Villareal, en Castellón); 147/2014, de 22 de 
septiembre (demandado: Ayuntamiento de Almanzora, en Castellón) y 160/2014, de 6 de 
octubre (Ayuntamiento de Burriana, en Castellón). El supuesto de hecho era la exclu-
sión absoluta de la empresa radiofónica Cadena SER, que tenía la mayor audiencia en 
determinadas localidades de la misma provincia, Castellón, de los contratos de publici-
dad institucional radiofónica otorgados por sus respectivos Ayuntamientos. Dicha empresa 
había venido recibiendo contratos de publicidad hasta un determinado año, en que los 
Ayuntamientos en cuestión decidieron dejar de contratar con ella a la vez que seguía otor-
gando contratos de publicidad institucional a empresas radiofónicas con menor audiencia. 
Las trascripciones se hacen con referencia a la primera de las sentencias citadas. La pri-
mera de estas sentencias ha sido comentado por CHINCHILLA MARÍN, C., «La vulneración 
del derecho a la igualdad en el reparto de la publicidad institucional: comentario a la SIC 
104/2014», Revista Vasca de Administración Pública, núms. 99-100, 2014, pp. 1093-114. 
34. «La publicidad institucional es una concreción de la comunicación pública que pone en 
relación a los poderes públicos con los ciudadanos a través de los medios de comunicación 
social. Desde la perspectiva constitucional, en el presente recurso de amparo poseen re-
levancia dos vertientes: a) el derecho de los ciudadanos a recibir la información de interés 
general que emane de los poderes públicos en condiciones de igualdad y no discrimina-
ción; b) los derechos de los medios de comunicación social con ocasión de la contratación 
y difusión de esa información pública». 
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en tanto informa a los ciudadanos de la actividad administrativa, es una faceta del 
derecho fundamental a recibir información del artículo 20.1.d) CE, información so-
bre asuntos de interés generala' que tiene que, como imperativo del propio principio 
de participación democrática, llegar por igual a todos los ciudadanos, cualquiera que 
sea el medio de comunicación del que sean lectores, oyentes o televidentes, como im-
posición del artículo 14 CE36. La segunda es la vertiente de la defensa de la igualdad 
35. Una visión crítica matizada hacia esta integración de la publicidad institucional en el ob-
jeto de la libertad de información en CHINCHILLA MARÍN, C., op. cit., que considera que «hay 
un trecho» en considerar que el objeto de la publicidad institucional es de interés público y 
asumir que cumple con idéntica función a la comunicación de información entendida como 
hecho noticiable (p. 1.103). En fin, «hay una relación, si bien, en mi opinión, indirecta y 
cuantitativamente no muy significativa, entre la publicidad institucional y los derechos del 
artículo 20, específicamente, con los del apartado 1.d) de dicho precepto. Sin embargo, 
no creo que la publicidad institucional cumpla idéntica función que la información de ca-
rácter general. Concretamente, me parece exagerado atribuir a la publicidad institucional 
funciones como el fomento de la participación crítica de los ciudadanos en la res publica 
y del control de la acción administrativa» (p. 1.111). Por nuestra parte no vemos ningún 
problema conceptual. Como reconoce la propia autora, la publicidad institucional tiene 
que tener un contenido, por definición, de interés público (sus posibles objetivos están de 
hecho catalogados en las Leyes de publicidad institucional). La jurisprudencia constitucio-
nal ha amparado bajo el manto de la libertad de información y los «hechos noticiables» a 
información sobre la vida privada de famosos. Con mucha más razón parece que debe ha-
cerlo en comunicaciones entre el poder y los ciudadanos que buscan, por tomar la fórmula 
del art. 3.1 de la LPCI: «a) Promover la difusión y conocimiento de los valores y principios 
constitucionales. b) Informar a los ciudadanos de sus derechos y obligaciones legales, de 
aspectos relevantes del funcionamiento de las instituciones públicas y de las condiciones 
de acceso y uso de los espacios y servicios públicos. c) Informar a los ciudadanos sobre la 
existencia de procesos electorales y consultas populares. d) Difundir el contenido de aque-
llas disposiciones jurídicas que, por su novedad y repercusión social, requieran medidas 
complementarias para su conocimiento general. e) Difundir ofertas de empleo público que 
por su importancia e interés así lo aconsejen. 0 Advertir de la adopción de medidas de 
orden o seguridad públicas cuando afecten a una pluralidad de destinatarios. g) Anunciar 
medidas preventivas de riesgos o que contribuyan a la eliminación de daños de cualquier 
naturaleza para la salud de las personas o el patrimonio natural. h) Apoyar a sectores eco-
nómicos españoles en el exterior, promover la comercialización de productos españoles y 
atraer inversiones extranjeras. i) Difundir las lenguas y el patrimonio histórico y natural de 
España. j) Comunicar programas y actuaciones públicas de relevancia e interés social». 
36. «Empezando por la primera vertiente citada diremos que, en tanto que facilita la difusión 
y recepción de información objetiva y veraz sobre asuntos de interés general, la publicidad 
institucional puede contribuir a concretar el derecho de los ciudadanos a recibir informa-
ción (STC 14/2003, de 28 de enero, FJ 8), que queda comprendido en el art. 20.1 d) CE, toda 
vez que no estamos ante una publicidad que procure intereses particulares, sino, antes al 
contrario, otros propósitos, institucionales, inscritos en el interés general. Adicionalmente, 
el derecho de acceso a esas informaciones queda atravesado por el art. 14 CE, pues no cabe 
concebir que la comunicación con los ciudadanos que emane de los poderes públicos, de 
interés también público, no se canalice a los miembros de la comunidad en términos de 
igualdad y no discriminación. Las distintas partes del proceso judicial previo, así como la 
de todos los medios de comunicación en el reparto que impide el falseamiento de la 
competencia y la afección a su propia subsistencia económica. La idea del razona-
miento del Tribunal Constitucional es que un reparto discriminatorio de la publici-
dad entre los medios de comunicación vulnera tanto el artículo 14 de la Constitución 
como el propio artículo 20.1.a) y d), puesto que su incidencia en la actividad de los 
medios de comunicación, que son elementos indispensables para el pluralismo, es 
un atentado a su independencia y a su propia supervivencia económica en compe-
tencia con otros medios de comunicación que sí reciben publicidad institucional, y 
con ello al pluralismo que es la esencia del principio de democracia37. Finalmente, 
Sala de lo Contencioso-Administrativo del Tribunal Superior de Justicia de la Comunidad 
Valenciana, han hecho referencia a tales fines de la publicidad institucional y a los aludidos 
derechos de los destinatarios. Se refieren todos ellos, para subrayarlo, a la Ley autonómi-
ca 7/2003, de 20 de marzo, de publicidad institucional de la Comunidad Valenciana, y a 
la Ley 29/2005, de 29 de diciembre, de Publicidad y Comunicación Institucional. Como 
prueban esas normas y en todo caso la Constitución garantiza, quedan vinculados el de-
recho de los ciudadanos a recibir información neutral, objetiva y veraz, y el deber de los 
poderes públicos de proporcionarla en materias de interés general. La comunicación pú-
blica, también la de carácter publicitario informativo, por tanto, enlaza con el art. 20.1 d) 
CE, ya que debe asegurar la relación de la Administración con los ciudadanos a través de 
políticas de comunicación que fomenten su información sobre la esfera pública, el debate 
social, su participación crítica en la res publica, la corresponsabilidad ciudadana y el con-
trol de la acción administrativa, evitando lo que se han denominado asentimientos pasivos 
y comportamientos aclamativos, impulsando la transparencia frente a las zonas de secreto, 
mejorando la imagen de las instituciones y fortaleciendo su identidad, así como la eficacia 
de los servicios públicos. En suma, en tanto que la función de aquella publicidad alcanza a 
intereses de la colectividad y de las instituciones comunes, los ciudadanos tienen derecho 
a recibir una información neutral, objetiva y veraz [art. 20.1 d) CE1 y no pueden sufrir una 
discriminación o trato desigual en el acceso a la misma (art. 14 CE), lo que, como es obvio, 
no excluye campañas publicitarias sectoriales, articuladas, por poner un ejemplo, en fun-
ción de los perfiles de los destinatarios (jóvenes o colectivos en riesgo de discriminación, 
por ilustrar la idea con sencillos ejemplos)» [FJ 31. 
37. «En efecto, los derechos fundamentales concernidos imponen un reparto equitativo de 
la publicidad conforme a la legalidad vigente, con criterios de transparencia e igualdad, 
evitando conductas discriminatorias y asegurando de ese modo una eficaz garantía de 
la libertad y de la independencia de los medios, afianzando a tal fin los principios de 
objetividad, publicidad y libre concurrencia. No son extraños esos parámetros a la ga-
rantía del pluralismo, ni puede desconectarse éste de las necesidades de financiación 
de los medios de comunicación, pues un trato público peyorativo en la contratación, 
injustificado, voluntarista o selectivo (art. 14 CE, primer inciso), o discriminatorio por 
razón ideológica, de tendencia u opinión (segundo inciso del precepto), podría con-
dicionar su independencia o incluso su propia supervivencia. Como se dijo, también 
están comprometidos en esta tipología de controversias los derechos de los medios de 
comunicación social con los que la Administración contrata la difusión de esa infor-
mación pública. Estos derechos se concretan en el respeto a un trato igualitario y no 
discriminatorio en la asignación publicitaria y en la necesidad de evitar incidencias 
negativas en el ejercicio de su función informativa [arts. 14 y 20.1 a) y d) CE). Desde 
ese prisma, deberá recordarse que los medios de comunicación operan en concurrencia 
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el Tribunal Constitucional recuerda que la existencia de un margen de discreciona-
lidad en la actuación administrativa (en ese caso, en la elección de los medios de 
comunicación en los que difundir sus campañas de publicidad institucional) no la 
exime de actuar en todo momento de conformidad con los principios constituciona-
les de objetividad y legalidad de los artículos 103.1 y 106.1 de la Constitución y que 
queda radicalmente proscrita cualquier arbitrariedad ex artículo 9, máxime cuando 
están en juego la vigencia de principios y libertades fundamentales'". 
competitiva y que la Administración debe afianzarla, factor que, como veremos a conti-
nuación, no es en absoluto ajeno ni indiferente a las decisiones de gasto público adop-
tadas en la asignación de recursos económicos de publicidad institucional entre los 
medios de comunicación. En efecto, los derechos fundamentales concernidos imponen 
un reparto equitativo de la publicidad conforme a la legalidad vigente, con criterios de 
transparencia e igualdad, evitando conductas discriminatorias y asegurando de ese 
modo una eficaz garantía de la libertad y de la independencia de los medios, afian-
zando a tal fin los principios de objetividad, publicidad y libre concurrencia. No son 
extraños esos parámetros a la garantía del pluralismo, ni puede desconectarse éste de 
las necesidades de financiación de los medios de comunicación, pues un trato público 
peyorativo en la contratación, injustificado, voluntarista o selectivo (art. 14 CE, primer 
inciso), o discriminatorio por razón ideológica, de tendencia u opinión (segundo inciso 
del precepto), podría condicionar su independencia o incluso su propia supervivencia. 
Los efectos asociados o derivados para la financiación de los medios de comunica-
ción, garantizados con dichos principios de legalidad, transparencia e igualdad y no 
discriminación, tienen entonces una consecuencia (siquiera mediata) en el contenido 
primario del art. 20 CE, habida cuenta que este Tribunal ha declarado constante e in-
variablemente que las libertades allí consagradas entrañan "el reconocimiento y garan-
tía de la posibilidad de existencia de una opinión pública libre, indisolublemente unida 
al pluralismo político propio del Estado democrático" (por todas, entre otras muchas, 
recientemente, STC 19/2014, de 10 de febrero, FJ 6)» [FJ 4]. 
38. «5. Debe armonizarse con lo señalado en los Fundamentos Jurídicos anteriores la significa-
ción de otros mandatos constitucionales. Como es sabido, la Administración Pública ha de 
actuar con objetividad y plena sumisión a la legalidad (arts. 103.1 y 106.1 CE) y sin asomo 
alguno de arbitrariedad (art. 9.3 CE). Como decíamos en la STC 114/2002, de 20 de mayo, 
y hemos reiterado en Sentencias posteriores (por ejemplo, STC 92/2009, de 20 de abril, 
FJ 3), la discrecionalidad característica de ciertas decisiones administrativas no excusa la 
exigencia a la Administración de demostrar que los hechos motivadores de sus decisiones 
son legítimos o, aun sin justificar su licitud, que no tienen una naturaleza contraria a los 
derechos fundamentales. De ello se infiere que aquellos principios constitucionales recto-
res de la actuación administrativa quedarán definidos conforme a sus propios parámetros 
pero resultarán también delimitados ad casum por la cobertura propia de los derechos 
fundamentales concernidos, al punto que no podrá hablarse de una legítima decisión de 
la Administración cuando en ella sean desatendidos o sufran una merma que carezca de 
justificación constitucionalmente admisible. No rebate esa conclusión que existan márge-
nes legales para una actuación discrecional en el ámbito material de que se trate, pues de 
nuestra jurisprudencia se desprende la ineludible limitación de dicha discrecionalidad, 
incluso si la ley confiere espacios de libre decisión, en atención a los derechos constitucio-
nales concurrentes (por ejemplo, SSTC 103/1989, de 8 de junio, FJ 6, y 145/2013, de 11 de 
julio, FJ 8, entre otras)». 
La aplicación por el Tribunal Constitucional de esta doctrina al caso concreto 
puede sintetizarse del siguiente modo. Por una parte, la prohibición del artículo 14 
de la Constitución de cualquier tipo de discriminación por razón de la opinión, ideo-
logía o tendencia del medio es absoluta, de modo que no cabe ninguna distinción 
en el reparto de la publicidad basada en este criterio. Ahora bien, acreditar que la 
disparidad de trato en el reparto de la publicidad ha sido debida a este criterio tiene 
especial dificultad probatoria. Aunque se admite la prueba indiciaria, ésta requiere 
la aportación de un indicio razonable por parte del medio de comunicación de que 
ha sido su línea editorial de opinión la que ha llevado a su discriminación y, sólo una 
vez aportado, una motivación de la existencia de otras motivaciones diferentes a la 
ideológica por parte de la Administración". Puede decirse que a falta de declaracio-
nes expresas de los responsables políticos de las que se derive la voluntad de «casti-
gar» a un medio por su ideología, esta alegación resulta en la práctica poco viable4°. 
Huelga decir que se trataría de un supuesto incurso también en infracción penal. Por 
otra, el principio general de igualdad del artículo 14 de la Constitución (sin atender 
a uno de los concretos motivos citados en dicho artículo) se vulnera cuando hay una 
disparidad de trato no justificado por una disparidad de situaciones, y por tanto, ca-
rente de justificación objetiva y razonable, o bien cuando, habiendo una disparidad 
de trato justificada, la disparidad no es proporcionada". El juicio sobre la justifica-
ción y proporcionalidad de una disparidad de trato debe hacerse en conexión con 
los principios constitucionales antes apuntados (igualdad, libertad de información 
y expresión, objetividad, legalidad y proscripción de la arbitrariedad). El razona-
miento basado en que el medio de comunicación excluido tiene tarifas superiores 
al mercado (que era la empleada por la Administración en el supuesto enjuiciado) 
no puede justificar su exclusión absoluta del reparto de publicidad institucional, 
cuando, como en este caso, se trataba del medio con más audiencia en el territorio 
de referencia y hasta un determinado año había obtenido publicidad institucional de 
la propia Administración demandada, sin que hubiera habido una variación desme-
dida de tarifas, se hubiera alterado significativamente la ratio comparativa tarifaria 
con otros medios con posterioridad, y sin que un estudio de impacto, en función 
de costes por ratio de oyentes o factores similares, o por franjas horarias, explicara 
un exceso inasumible en el gasto. Tampoco concurrían otros factores tenidos en 
cuenta por la propia normativa sobre publicidad institucional (incompatibilidad del 
medio de comunicación con la dignidad de la Administración anunciante o con los 
valores constitucionales, características de las campañas, público objetivo, ámbito 
e implantación territorial y social del medio, lengua empleada por éste, rentabili-
dad económica de la inversión en función del impacto). Además, la Administración 
también habría de haber razonado, conforme al principio de proporcionalidad, por 
qué optó por la exclusión total y no en su caso por limitar o reducir el volumen de 
39. Fundamento Jurídico 7°. 
40. Nótese que se trata de un caso límite, con cuatro Ayuntamientos pertenecientes a la misma 
provincia adopta un mismo cambio de criterio y excluyendo a una cadena de radio crítica 
con el partido político en los respectivos gobiernos municipales. 
41. Fundamento Jurídico 8°. 
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contratación con el medio en cuestión, o justificar el carácter abusivo del precio de 
sus espacios publicitarios. El principal criterio, pues, debe ser el resultante de un 
análisis económico de la efectividad de la campaña, medida en función de criterios 
como público objetivo, ámbito territorial y coste por impacto`". Excluir de una cam-
paña de publicidad institucional a un medio con un índice elevado de audiencia vul-
nera la libertad de información de los ciudadanos además del principio de igualdad, 
entre ciudadanos y entre medios de comunicación, y compromete de este modo la 
supervivencia de los medios excluidos y, a resultas de ello, el pluralismo informativo 
que es el presupuesto mismo de la existencia de la democracia43. 
42. C. CHINCHILLA MARÍN, op. cit., se muestra crítica con esta solución. Considera que habida 
cuenta de las significativas diferencias de tarifas, conforme a la normativa sobre contratos 
y sobre publicidad institucional, criterios de eficiencia y. austeridad permitían entender 
que no se había vulnerado el principio de igualdad (p. 1.110). No obstante reconoce que 
al estar implicada, de manera indirecta, la garantía de la opinión pública libre, se debe 
exigir a la Administración una motivación reforzada para excluir a un medio de comunica-
ción de sus campañas, máxime cuando es el de mayor audiencia de su ámbito territorial. 
Pese a ello considera que la eficiencia y austeridad del gasto justifica una exclusión por lo 
elevado de las tarifas, y la postergación de la emisora de mayor audiencia en detrimento 
de otras con una audiencia también importante. Tampoco le parece razonable obligar a la 
Administración a trocear sus campañas para que todos los medios sean destinatarios de 
las mismas, pues puede «resultar contrario a las finalidades de difusión y penetración del 
mensaje publicitario». Concluye que el resultado práctico al que lleva la sentencia es que no 
cabe excluir a ningún medio de comunicación, y menos aún a uno de máxima audiencia, 
salvo por una motivación que para ser suficiente necesita ponderar todos los elementos en 
juego [...]» Se pregunta si con esta doctrina la Administración puede excluir a un medio 
de comunicación de su publicidad institucional por otros motivos que no sean los que la 
Ley identifica con supuestos de prohibición de asignación de este tipo de publicidad, y 
considera que es dudoso que, en la práctica, pueda hacerlo (p. 1.112). No compartimos este 
análisis jurídico-económico. Consideramos que la sentencia del TC es aquilatada y plena 
línea de coherencia con los criterios establecidos en la normativa estatal y autonómica, 
que acabamos de ver, y desarrollados e interpretados por la jurisprudencia, como veremos 
justo a continuación. La eficacia y eficiencia hacen que las tarifas sean solo un criterio, pero 
resulta claro que un medio con tarifas más altas y audiencia también significativamente 
más alta consigue una rentabilidad de la inversión publicitaria equivalente. La normativa y 
la jurisprudencia insisten por ello en que las tarifas no pueden ser en esta materia el único 
criterio. También ha de tenerse en cuenta que en materia de medios de comunicación y con 
una audiencia en muchos casos ideológicamente segmentada, tiene un papel esencial el 
concepto de «lectores» «oyentes» o «telespectadores» único, de modo que la exclusión del 
medio de mayor audiencia por unas tarifas relativamente superiores ni es necesariamente 
una decisión económicamente acertada ni permite el objetivo de información a la genera-
lidad de la ciudadanía. El caso en cuestión era particularmente sangrante: una retirada 
abrupta de la publicidad de la emisora de mayor audiencia, crítica con el Partido Popular 
por tres Ayuntamientos de este color pertenecientes a la misma provincia sin haber habido 
cambios significativos ni en las audiencias ni en las tarifas. 
43. «A falta de ello sólo se ofrece una motivación apodíctica, careciendo de razonable funda-
mentación calificar un precio como superior sin efectuar una medición económica ligada 
a la audiencia y repercusión social o al indice de impacto del medio. Que un precio sea 
B. La jurisprudencia del Tribunal Supremo y de los Tribunales Superiores de Justicia 
La jurisprudencia tanto del Tribunal Supremo como de los Tribunales Superiores 
de Justicia es contundente y uniforme. Pone de manifiesto que la concesión de un 
trato desigual en el reparto de la publicidad institucional entre medios que se en-
cuentran en una situación equiparable constituye una discriminación prohibida 
por el artículo 14.1 de la Constitución Española. Establece que el criterio básico de 
comparación entre las empresas que operan en cada uno de los diversos medios de 
comunicación (prensa, televisión, radio, Internet) y se dirigen a un mismo público 
objetivo, es la audiencia medida de forma objetiva por las empresas especializadas 
en medición de audiencias, ponderada con las tarifas ofertadas. Finalmente, afirma 
que toda discriminación en materia de publicidad institucional da lugar al reconoci-
miento de una indemnización a favor del medio que ha sufrido la discriminación``. 
superior en términos de gasto por cuña no significa que lo sea en términos de proporcio-
nalidad del gasto, como tampoco implica que sea abusivo, cuando no existe una unifica-
ción de los costes. Falta, en definitiva, una justificación que objetive la decisión y permita 
someterla a un juicio de razonabilidad y proporcionalidad. Y en ausencia de ello no está 
justificada la eliminación de Radio Castellón S.A. del reparto equitativo de la publicidad 
institucional. Con ese trato desigual, el Ayuntamiento de Castellón de la Plana, sin razones 
aptas conocidas, limita a una parte muy representativa de ciudadanos la información que 
aquel ente público considera necesario transmitir, y a la recurrente sus fuentes previsibles 
de financiación, con los efectos aparejados ya descritos ex art. 20 CE. Tan inadmisible resul-
ta despreciar el elemento económico, pues los entes públicos deben velar por un adecuado 
gasto público, como excluir de partida a cualquier medio, más cuando lo es de relevancia 
en función de sus niveles de audiencia, por el hecho de su mayor precio de tarifa, ya que los 
poderes públicos no pueden desatender otros factores en juego, ni despreciar la necesaria 
igualdad de los medios, la función de pluralismo que despliegan en relación con su viabili-
dad económica y el objetivo de la publicidad institucional misma. La garantía de la opinión 
pública libre, que de manera mediata queda con estas prácticas potencialmente compro-
metida, siquiera en algún modo incidida, obligaba a un examen diferente, integrador de 
todas las variables en juego, no solamente la económica, medida por lo demás en función 
del precio formal, sin proyección proporcional de costes en función del impacto mediático 
de la cuña publicitaria. Y el resultado apreciable no es sino la carencia de soporte y respal-
do en Derecho de la vía de hecho impugnada, resultado que se daría exactamente igual si 
se perjudicara sin razones objetivas y sin criterios de proporcionalidad a medios de menor 
audiencia o de cualquier tendencia editorial. En ese escenario, con independencia de que 
puedan sembrarse dudas sobre la concurrencia de factores solapados, ideológicos o de 
otro tipo, de lo que queda constancia es de un desigual trato que no cumple los mandatos 
constitucionales de objetividad y proporcionalidad. Cabe concluir, por consiguiente, que 
es contrario al art. 14 CE la exclusión absoluta de la inserción de publicidad institucional 
en un medio de comunicación, particularmente relevante en función de su implantación y 
audiencia, sin justificación administrativa alguna que objetive la decisión de conformidad 
con la pluralidad de elementos concurrentes. La vía de hecho del Ayuntamiento, por tanto, 
resulta contraria al principio de igualdad (art. 14 CE)». 
44. Todos estos principios están omnipresentes en la jurisprudencia del Tribunal Supremo 
desde antes, incluso, de la aprobación de la Ley de Publicidad Institucional. Así: —La STS 
de 8 de Mío de 1987 (RJ 1987, 5273) (Diario ABC-Sevilla), en que se alega discriminación 
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por no inclusión de publicidad institucional de la Administración autonómica y local que 
sí se distribuyó en los otros dos medios del mismo ámbito, comienza afirmando que en 
esta materia está en juego el derecho fundamental a la no discriminación reconocido en el 
artículo 14.1 de la Constitución y, por ende, la procedencia de la vía jurisdiccional especial 
de protección de los derechos fundamentales («en primer lugar no cabe en forma alguna 
pretender reconducir la temática litigiosa a la legalidad ordinaria para en consecuencia 
entenderla excluida de este proceso especial, por cuanto en realidad se enjuicia la concreta 
actividad desarrollada por los órganos de las Administraciones Públicas en relación con el 
principio de igualdad consagrado en el artículo 14 de la Constitución investigando si efec-
tivamente se ha producido la discriminación proscrita por nuestro ordenamiento funda-
mental, deviniendo, por ende, marginal cuanto se aduce en orden a la contratación 
administrativa que además se produciría en un momento posterior y debiendo anticiparse 
ya que las Administraciones recurrentes no han aportado documentación alguna endereza-
da a justificar su actuación»). Y considera que los criterios esenciales son la difusión y la 
tarifa, de tal modo que fuera de ellos, corresponde a la Administración y no al medio de 
comunicación acreditar la justificación de una disparidad de trato («incumbía a la 
Administración el acreditamiento de que existía una causa justificadora suficiente y razo-
nable determinante de la desigualdad de trato, debiendo reiterar ya, por su notable trascen-
dencia y según apuntábamos con anterioridad, que ninguna de las dos Administraciones 
demandadas ha aportado a los autos las actuaciones o antecedentes en que se amparaba la 
campaña institucional desarrollada, no obstante la oportunidad que para ello han tenido, 
en el momento de remitir el expediente e incluso en el período probatorio, de las cuales 
podría haberse desprendido, en su caso, la diferencia de trato que hoy pretende suplirse y, 
por tanto, ya a posteriori mediante simples alegaciones referidas a la diferencia de tarifas 
en uno y otros periódicos, que desde luego no resultan suficientes a los efectos pretendi-
dos, máxime cuando los precios distintos y superiores bien pueden entenderse compensa-
dos por la mayor difusión del periódico A. B. C., habida cuenta que la campaña tenía por 
objeto llegar al mayor número de ciudadanos, debiendo en fin hacerse notar que la limita-
ción de los medios destinados a la campaña no excluye la discriminación»). —La STS de 14 
de enero de 1988 (RJ 1988, 274) (Diario Alcázar) establece como criterio esencial la difusión 
y matiza que: «Es cierto que aun una circunstancia tan aparentemente objetiva como es la 
difusión de un periódico puede no ser condicionante de su eficacia como soporte publici-
tario de un determinado mensaje y que esta eficacia puede venir determinada por otras 
circunstancias extrínsecas y distintas de un mero cálculo cuantitativo, como pueden ser el 
círculo de consumidores al que vaya dirigido el mensaje, o la difusión geográfica del medio, 
o la edad media de los lectores u oyentes, mas también es cierto que la Sala ha de resolver 
conforme a lo alegado y probado y en autos existe constancia que en Madrid, la publicidad 
fue contratada con diarios de información general de ámbito nacional de tirada similar a la 
que acredita tener "El Alcázar" y por ello conforme a las reglas de la prueba establecidas en 
el artículo 1214 del Código Civil y la doctrina del Tribunal Constitucional puesta de mani-
fiesto entre las más recientes en las Sentencias de 22 de octubre, 25 de noviembre y 1 de 
diciembre todas de 1986, que establece para introducir diferencias entre supuestos de he-
cho iguales tiene que existir una suficiente justificación de tal diferencia, han de estimarse 
carentes de prueba las alegaciones de la Administración demandada que invocan la exis-
tencia de unos motivos técnicos o de cualquier otra clase que no han sido precisados, y en 
consecuencia acreditada la discriminación proscrita por el artículo 14 de la Constitución, 
razones que obligan a desestimar el recurso interpuesto por el Letrado del Estado». En el 
mismo sentido y respecto del mismo Diario se pronuncia la Sentencia de 2 de julio de 1994 
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(RJ 1994, 6673). En ambas se concluye la existencia de discriminación inconstitucional, la 
prohibición de futuras discriminaciones y el derecho del Diario a ser compensado con una 
indemnización. —La STS de 13 de marzo de 1991 (RJ 1991, 2278) (Diario Egín) retoma la 
jurisprudencia precedente y confirma la STSJ del País Vasco de 28 de febrero de 1990: «Las 
sentencias de este Tribunal Supremo de 8 de julio de 1987 y 14 de enero de 1988 han esti-
mado que se infringe el principio de igualdad reconocido por el artículo 14 de la 
Constitución cuando en la contratación de una campaña institucional se excluye a un pe-
riódico en concreto, con tirada superior y tarifas que no exceden de las de otros diarios con 
los que se había contratado la publicidad». Afirma la existencia de discriminación y reco-
noce el derecho a indemnización. —La STS de 7 de julio de 1995 (RJ 1995, 5762) (Diario La 
Nueva España) reafirma que sólo puede atenderse a factores objetivos «como la eficacia y 
racionalidad en las decisiones, el coste económico, la consecución del nivel óptimo de di-
fusión publicitaria u otros análogos de carácter técnico», sin que pueda apelarse a la discre-
cionalidad de las potestades administrativas para encubrir una arbitrariedad. Reconoce el 
derecho a indemnización. —La STS de 16 de diciembre de 1997 (RJ 1997, 8786) (Diario 
Melilla Hoy) sostiene que los criterios para juzgar la discriminación de un Diario frente a los 
demás son la tirada y el importe de las tarifas, y reconoce el derecho a indemnización. —La 
STS de 5 de mayo de 1998 (RJ 1998, 4722) (Diario Egin), considera acreditada la discrimina-
ción por tratarse de un Diario con una difusión media superior a otros incluidos en la 
campaña, «no pudiéndose admitir como justificación razonable para fundamentar la exclu-
sión las consideraciones de la Administración demandada sobre la menor idoneidad o efi-
cacia de dicho medio de comunicación para conseguir la suscripción de Deuda pública, en 
atención a la naturaleza del producto ofertado y el sector de población habitualmente lector 
del mismo, por ser tales consideraciones meramente hipotéticas y subjetivas». Reconoce el 
derecho a indemnización. —La STS de 13 de julio de 1998 (RJ 1998, 6720) (Diario La Nueva 
España) considera discriminatoria la marginación sistemática y el trato diferenciado dado 
por la Administración a ese Diario respecto a otros medios de prensa de menor tirada. 
Reconoce el derecho a indemnización. — La STS de 4 de octubre de 2002 (RJ 2002, 9258) 
(Diario la Nueva España), recuerda que la discriminación en el reparto de publicidad ins-
titucional es un tema de relevancia constitucional por cuanto conecta de forma directa con 
la posible vulneración del artículo 14.1 de la Constitución («Finalmente, por lo que se re-
fiere al bloque de legalidad susceptible de contención en el ámbito del proceso especial de 
la Ley 62/1978, recuerda la STC 80/1990 de 30 abril, que "... como ha declarado este 
Tribunal en reiteradas sentencias (por todas, STC 58/1983 y resulta de lo dispuesto en el 
artículo 117.3 de la Constitución, el recurso de amparo no es cauce para valorar problemas 
de legislación ordinaria con la única excepción de aquellos casos en los que, puestos en 
juego derechos fundamentales susceptibles del mismo y, por tanto, comprendidos en el 
Capítulo II del Título I de la Constitución, la inteligencia, aplicación o interpretación de los 
preceptos de la legislación ordinaria vulneren tales derechos" (FJ 2.°). La necesidad de este 
análisis es patente en el caso actualmente sometido a nuestra consideración, en que el de-
recho fundamental invocado que constituye la materia de debate es el de igualdad y no 
discriminación reconocido en el artículo 14 de la Constitución y que, según la misma ju-
risprudencia, "no constituye un derecho subjetivo autónomo, existente por sí mismo, pues 
su contenido viene establecido siempre respecto de relaciones jurídicas concretas" (STC 
sirven de antecedente a este recurso, la necesidad de tomar también como referente a pre-
76/1983, de 5 agosto, lo que supone respecto de la valoración jurídica de los hechos que 
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Estos mismos principios forman parte de una sólida jurisprudencia de los 
Tribunales Superiores de Justicia". 
jurisprudencia precedente sobre dicha cuestión. «La STS de 13 marzo 1991, anteriormente 
reseñada —invocando el precedente de otras Sentencias de esta Sala, de 8 julio 1987 y 14 
enero 1988—, reitera la doctrina de que "se infringe el principio de igualdad reconocido por 
el artículo 14 de la Constitución cuando en la contratación de una campaña institucional 
se excluye a un periódico en concreto, con tirada superior y tarifas que no exceden de las 
de otros diarios con los que se había contratado la publicidad" (FD 3.°)». Aplica esta doc-
trina al caso concreto y toma en consideración que la exclusión del diario recurrente no 
constituyó hecho aislado, esporádico o singularizado sino una constante a lo largo de un 
período, siendo el diario de mayor tirada regional, constituyendo así un trato arbitrario no 
justificado por factores objetivos que, como la eficacia y racionalidad en las decisiones, el 
coste económico, la consecución del nivel óptimo de difusión publicitaria u otros análogos 
de carácter técnico pudieran ser acogidos. 
45. Así: — La STSJ del País Vasco de 28 de febrero de 1990 (Diario Egín), es rotunda en su afir-
mación de que los únicos criterios admisibles son los de eficacia, objetividad e igual-
dad ante los beneficios públicos («No es difícil descubrir en nuestro Ordenamiento 
Jurídico un principio informador que veda a la Administración la facultad de elegir 
con entera libertad a la persona o personas con quienes decida ligarse en una relación 
contractual. Tal principio, que rige incluso en los excepcionales supuestos en que se 
autoriza la contratación o concierto directo en los que lo excepcionado lo es sólo en 
los principios de publicidad y concurrencia, viene impuesto o derivado de los princi-
pios, también presentes esos supuestos excepcionales, que pregonan la igualdad de 
los beneficios públicos, aquí representados por la posibilidad de obtener una ventaja 
cual es el llamado beneficio del contrato, así como la obligada sujeción del actuar de 
la Administración a criterios de eficacia y objetividad. Debe por ello afirmarse que en 
supuestos como el enjuiciado, de contratación por la Administración de una campaña 
de publicidad institucional, no es ésta libre en la elección de los medios de publicidad 
institucional, no es ésta libre en la elección de los medios de publicidad con los que en 
definitiva contrate, pues su decisión deberá ser conforme a esos criterios de eficacia y 
objetividad y respetuosa de aquel principio de igualdad ante los beneficios públicos. 
Resultando fácil deducir de todo ello, como norma que el Ordenamiento Jurídico im-
pone a la Administración en supuestos como el enjuiciado, aquella según la cual la no 
contratación de un medio que en sus características técnicas se presenta como homo-
géneo a otros sí contratados exigirá, como requisito preciso para que el derecho a la 
igualdad en la aplicación de la norma no resulte vulnerado, que la exclusión obedezca 
a una justificación que se muestre como objetiva y razonable de acuerdo con criterios 
y juicios de valor generalmente aceptados. Pudiendo afirmarse ya de entrada que no 
constituiría justificación lícita, por vedarlo directamente el texto mismo del art. 14 
de la Constitución, aquella que se construya o se base en el solo dato de la opinión 
discrepante o línea ideológica no coincidente del medio a considerar»). — La STSJ de 
Andalucía de 12 de julio de 1999 (RJCA 1999, 4878) (Diario Melilla Hoy), retoma la juris-
prudencia del Tribunal Supremo existente hasta la fecha y la antes analizada STSJ del 
País Vasco de 28 de febrero de 1990 (que por lo demás, entiende aplicable tanto a la 
publicidad institucional corno a la publicidad oficial en prensa). Reconoce el derecho a 
indemnización. —Las SSTJ Valencia de 28 de febrero de 2001 (RJCA 2001, 1024), y de 10 
de noviembre de 2004, Rec. 929/2001 (Diario Levante), establecen el trato discriminato-
rio dado por la Administración autonómica respecto de otro diario del mismo ámbito 
IR 
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C. Las resoluciones del Tribunal administrativo central de recursos contractuales 
Con la licencia de incluirlo aquí, no siendo, evidentemente, un órgano judicial, 
pero teniendo un papel de importancia innegable en la garantía del respecto de los 
principios de objetividad y no discriminación, debe dejarse al menos constancia de 
que el Tribunal administrativo central de recursos contractuales, en los escasos pro-
nunciamientos recaídos hasta ahora sobre esta temática, afirma la discrecionalidad 
técnica del órgano de contratación, siempre que respete los límites y requisitos del 
art. 150 TRLCSP, es decir, que los criterios estén referidos o directamente relaciona-
dos con la prestación objeto del contrato, permitan determinar cuál de las ofertad o 
proposiciones presentadas es la más ventajosa económicamente y no hagan referen-
cia a las características de las empresas. Y siempre que se atengan a las exigencias 
del principio de igualdad, y ello no sólo en su necesaria proyección respecto de los 
licitadores y candidatos a la adjudicación de los contratos (a la que concretamente, 
aluden, entre otros, los artículos 1 y 139 TRLCSP), sino también en lo que se refiere 
a cualesquiera otros terceros interesados, con exclusión, por ende, de toda cláusula 
que pueda comportar injustificada discriminación'''. 
territorial, siendo el diario de mayor distribución y número de lectores conforme a los 
datos de la Oficina para la Justificación de la Difusión y del Estudio General de Medios 
(principio de prohibición de trato discriminatorio que, por lo demás, entiende aplica-
ble tanto a la publicidad institucional como a la publicidad oficial en prensa). Reconoce 
el derecho a indemnización. La STSJ Valencia de 12 de marzo de 2012 (RJ 2012, 288733), 
acoge estos mismos principios para los demás medios (Radio Castellón). 
46. Ha conocido de tres recursos planteados por el Grupo2Ominutos contra tres licitaciones 
diferentes. En el recurso núm. 1006/2013, resuelto por resolución núm. 40/2014, de 24 
de enero, contra pliegos aprobados por el Servicio Público de Empleo Estatal, se trataba 
de una campaña de comunicación para dar a conocer las medidas de fomento y apoyo al 
empleo, en especial de las personas jóvenes. El Grupo 20minutos pedía tener la misma 
consideración que otros diarios nacionales o la Vanguardia y El Periódico de Cataluña 
en papel de pago y sus ediciones digitales (en este caso, todas ellas gratuitas) a los que el 
pliego otorgaba una mayor puntuación. Esgrimía su segundo lugar en audiencia entre los 
diarios generalistas en papel acorde con su audiencia medida por el Estudio General de 
Medios y su cuarto lugar entre los diarios digitales medida por comScore. Considera que 
la tirada o difusión de un diario no es el único criterio objetivo al que puede atenderse, 
y que, en el caso enjuiciado, el trato menos favorable (que no excluyente) del diario en 
papel 20minutos no tiene difusión nacional pues sólo tiene ediciones impresas en ocho 
Provincias de cinco Comunidades Autónomas. Y respecto a la Vanguardia y el Periódico de 
Cataluña, estima que pese a tener una audiencia inferior que el diario 20minutos, su venta 
se realiza en su casi totalidad en la Comunidad Autónoma de Cataluña, con distribución 
en sus cuatro provincias, lo que los convierte en instrumentos indispensables para asegu-
rar la difusión de la campaña en la totalidad del citado ámbito territorial. En cuanto a la 
edición digital, la argumentación es críptica, pues se señala que puede resultar plausible 
que haya una correspondencia entre la edición escrita y el número y procedencia de sus 
lectores digitales, y que el número de lectores es inferior al de otros diarios generalistas 
con menos difusión en papel (la argumentación es incoherente y no parece confirmarse 
en cuando a la distribución con las cifras de comScore). En el recurso núm. 1085/2014, 
resuelto por resolución núm. 78/2015, de 23 de enero, contra pliegos aprobados por el 
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IV. CONTROL DE LA NO DISCRIMINACIÓN EN EL REPARTO DE PUBLICIDAD INS-
TITUCIONAL ENTRE LOS MEDIOS DE COMUNICACIÓN 
Como hemos podido ya vislumbrar de la jurisprudencia analizada, la discri-
minación en la contratación de publicidad institucional en los diferentes medios de 
comunicación puede ser atacada por diferentes vías en función de cuál sea su origen. 
1. DISCRIMINACIÓN EN LOS PLIEGOS DE CONTRATACIÓN DE CAMPAÑAS DE PU-
BLICIDAD 
A. Régimen general y medidas cautelares 
En materia de contratación rige con carácter general el sistema de recursos ad-
ministrativos y contencioso-administrativos diseñado para cualquier decisión admi-
nistrativa en la LRJPAC y en la LJCA47. 
Museo Nacional del Prado, se trataba de dar a conocer las exposiciones temporales de este 
museo. El Grupo 20minutos pedía de nuevo tener el mismo trato que otros diarios genera-
listas de pago, acorde con su audiencia. El Tribunal considera que tratándose de publicidad 
comercial y no institucional las campañas objeto del contrato no estarían sometidas en 
plenitud a las rígidas exigencias que derivan de la jurisprudencia en esa materia y se podría 
admitir una mayor libertad en la selección de medios que permita atender preferentemente 
a elemento tales como la segmentación de público y la afinidad con la materia objeto de la 
comunicación, relevantes desde esa óptica comercial. Considera, en todo caso, y acogiendo 
la argumentación del Museo del Prado, que la menor ponderación respecto a otros diarios 
generalistas, se justifica por la limitación en el ámbito de las ediciones impresas del Grupo 
20minutos y su edición sólo de lunes a viernes, siendo así que el Museo orienta sus campa-
ñas en mayor medida a los fines de semana, al ser días en que los ciudadanos pueden tener 
más tiempo para ir a exposiciones, y que no cuenta con suplemento cultural. En cuanto a 
las inserciones en la edición digital, la inclusión tan sólo de los tres diarios más leídos y no 
del cuarto, se justifica por la imposibilidad de incorporar a todos los diarios. Finalmente, 
en el recurso núm. 62/2015 C.A Extremadura, resuelto por resolución núm. 192/2015, 
de 27 de febrero, se trataba de una campaña de promoción del turismo en Extremadura. 
El Grupo 20minutos impugnaba la no inclusión de sus publicaciones y si las de algunos 
de sus competidores con menos lectores y tarifas más elevadas, siendo así que el público 
objetivo señalado en el pliego era la población urbana de tipo medio localizada en Madrid, 
Andalucía, Castilla-León, Castilla-La Mancha, Cataluña, el País Vasco y Extremadura. La 
Administración licitadora alegaba que el Grupo 20minutos carece de edición en algunas de 
esas Comunidades Autónomas y no se publica los fines de semana, que son especialmente 
relevantes para una campaña sobre turismo, ni tiene suplemento dedicado a viajes. Estos 
argumentos son acogidos por el Tribunal, que los extiende a la edición digital por la misma 
correlación presumida en su resolución de 24 de enero de 2014. 
47. Las reglas del TRCSP en función del círculo («Administración», «poder adjudicador», 
«otros entes del sector público») de que se trate. Así, a las entidades que tienen la consi-
deración de Administración pública se les aplica el TRCSP de forma plena. Los contratos, 
de los poderes adjudicadores que no tengan la condición de Administración Pública, solo 
están sujetos a las disposiciones de la norma relativas al régimen de preparación y adju-
dicación del contrato (artículo 189). La contratación del resto de las entidades del sector 
público determinadas en el artículo 3.1, esto es, las que no son ni Administración Pública 
La legitimación general para recurrir en materia de contratación pública se ha 
visto ampliada por la jurisprudencia. Reservada inicialmente a los que habían con-
currido a la licitación, esta concepción ha sido definitivamente superada, por cuanto 
la jurisprudencia la ha ampliado a los que no han participado en la licitación, ni im-
pugnaron la previa convocatoria y sus bases, con fundamento en la garantía superior 
del respeto al principio de no discriminación en la contratación48. O, incluso, a las 
asociaciones o entidades representativas de intereses económicos o profesionales". 
Resulta evidente que en el caso de la publicidad institucional los medios de comu-
nicación están legitimados para recurrir en la medida en que sus intereses econó-
micos se ven directamente afectados, de la misma forma cuando la Administración 
contrata directamente con ellos o cuando lo hace a través de un tercero (agencia de 
publicidad) que actúe como intermediario. Una contravención del artículo 14 de la 
Constitución, del artículo 1 TRCSP y del artículo 8.1 LPCI, tiene, de este modo, los 
mismos efectos y repercusiones en los medios que actúan como soporte publicitario 
tanto en el caso de que la campaña fuera contratada directamente con los medíos 
de comunicación, como ocurre en otras licitaciones, como si lo es a través de la in-
termediación de una agencia de publicidad, como ocurre en este caso, por cuanto la 
discriminación deriva de los propios pliegos. En ambos casos, el interés perjudicado 
es el mismo, el interés económico de los medios de comunicación afectados (sus 
mayores o menores ingresos obtenidos o por obtener por la inserción publicitaria). 
Las medidas cautelares se regulan para los recursos administrativos, en el ar-
tículo 111 LRJ-PAC y para los recursos judiciales en los artículos 129 a 136 LJCA. 
En los casos de discriminación en el reparto de la publicidad institucional debe 
señalarse que los perjuicios que se causan con la ejecución del contrato conforme a 
un pliego de cláusulas administrativas particulares discriminatorio son de difícil o 
imposible reparación a posteríorí (periculum ín mora). Y ello por cuanto los pliegos 
prevén campañas de publicidad institucional que deben ser desarrolladas en un 
futuro próximo, a menudo inminente a la adjudicación, de tal modo que, de no 
suspenderse el procedimiento, la campaña se habrá desarrollado y el gasto habrá 
sido realizado, por lo que no podrá ser repuesta la legalidad y se habrán conculca-
do sin remedio los principios de contención del gasto, la eficiente utilización de los 
fondos destinados a la contratación de servicios y la selección de la oferta econó-
micamente más ventajosa, máxime en un contexto de reducción del gasto público 
y estabilidad y sostenibilidad financiera. Desde la óptica de los intereses un medio 
de comunicación concreto, supone una importante potencial mengua de ingresos 
ni poder adjudicador, únicamente está sujeta a los principios de publicidad, concurrencia, 
transparencia, confidencialidad, igualdad y no discriminación, en los términos que han de 
concretar las instrucciones internas en materia de contratación que deben aprobar cada 
uno de esos entes (artículo 192). Las controversias que se susciten se rigen por el Derecho 
privado y van a los tribunales civiles. 
48. Entre otras, Sentencias del Tribunal Constitucional 119/2008, de 13 de octubre, y 
144/2008, de 10 de noviembre, o Sentencia del Tribunal Supremo de 5 de julio de 1990 (RJ 
1990, 5811). 
49. Sentencias del Tribunal Constitucional 38/2010, de 19 de julio, y 67/2010, de 18 de octubre. 
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que pueden afectar a su balance y a su posición competitiva en el sector, así como 
a su imagen y a su reputación. En segundo lugar, y pese a ser criterios alternativos, 
debe señalarse que en estos casos concurre el presupuesto de causa de nulidad 
de pleno derecho del artículo 62.1 de La Ley 30/1992, por cuanto en su letra a) 
se contemplan «los que lesionen los derechos y libertades susceptibles de amparo 
constitucional», entre los que se encuentra, y señaladamente, el principio de no 
discriminación (en relación con el fumus boní iuris). Como se comprobó al analizar 
la jurisprudencia, no hay excepción en la consideración de los tratos discriminato-
rios en materia de publicidad institucional como supuestos de lesión del principio 
de no discriminación del artículo 14 de la Constitución. Concurren, pues, por lo 
general, las condiciones para la suspensión del procedimiento de adjudicación de 
publicidad institucional cuando los pliegos son discriminatorios con algún medio 
de comunicación5°. 
B. El recurso especial en materia de contratación 
El Capítulo VI, artículos 40 a 50, del TRLCSP prevé un régimen especial de re-
visión de decisiones en materia de contratación que es de aplicación a los contratos 
de servicios sujetos a regulación armonizada de conformidad con el artículo 40.1.a). 
Este recurso sustituye en estos casos a los recursos ordinarios, salvo, en el caso 
de las contratos autonómicos, que la legislación autonómica prevean lo contrario y 
requieran o habiliten para interponer recurso ordinario previo al recurso especial. 
El contrato de servicios de publicidad objeto de licitación es un contrato sujeto a 
regulación armonizada de conformidad con lo dispuesto en el artículo 16.1.a), al 
estar incluido en la categoría 13 del Anexo II siempre que tenga un importe superior 
a 130.000 euros (IVA no incluido) en el caso de los licitados por la Administración 
General del Estado, sus organismos autónomos o las Entidades Gestoras y Servicios 
Comunes de la Seguridad Social; y a 200.000 euros, cuando hayan de adjudicarse 
por entes, organismos o entidades del sector público distintos a ellos. 
Entre los actos objetos de recurso se encuentran los anuncios de licitación, los 
pliegos y los documentos contractuales que establezcan las condiciones que deban 
regir la contratación [artículo 40.2.a) LCSP]. 
50. El mismo precepto faculta en su apartado cuarto a la Administración para que al dic-
tar el acuerdo de suspensión adopte «las medidas cautelares que sean necesarias para 
asegurar la protección del interés público o de terceros y la eficacia de la resolución o el 
acto impugnado». En los casos en los que «de la suspensión puedan derivarse perjuicios 
de cualquier naturaleza, aquélla solo producirá efectos previa prestación de caución o 
garantía suficiente para responder de ellos, en los términos establecidos reglamentaria-
mente». El órgano competente dispone de un plazo de treinta días, desde la solicitud de 
suspensión, para pronunciarse sobre ella. Si transcurrido ese plazo no ha resuelto, el 
acto impugnado se entenderá automáticamente suspendido (artículo 111.3). Si el recurso 
tiene por objeto un acto administrativo que afecte a una pluralidad indeterminada de 
personas, la suspensión de su eficacia debe ser «publicada en el mismo periódico oficial 
en el aquél se insertó» (artículo 111.5). 
El órgano competente para la resolución del recurso es el Tribunal Administrativo 
Central de Recursos Contractuales, adscrito al Ministerio de Hacienda (artículo 41.1 
LCSP). En el ámbito autonómico son sus normas las que establecen quién ha de co-
nocer de estos recursos, debiendo crear un órgano independiente y pudiendo prever 
la interposición de un recurso administrativo previo. En éste último caso, la ejecu-
ción de los actos de adjudicación impugnados queda suspendida hasta que el órga-
no competente para resolverlo decida sobre el fondo de la cuestión planteada. Las 
Comunidades Autónomas también pueden atribuir la competencia para la resolución 
de los recursos al Tribunal Central. La normativa autonómica decidirá también sobre 
el sujeto que ha de conocer los recursos especiales en el caso de la contratación local. 
Un aspecto clave de este recurso se refiere a la legitimación. La ampliación de la 
legitimación expresamente operada por el artículo 42 TRLCSP, a toda persona física 
o jurídica cuyos derechos o intereses legítimos se hayan visto perjudicados o puedan 
resultar afectados por las decisiones objeto de recurso resulta en de plena e incues-
tionable aplicación a los medios de comunicación que se consideren discriminados 
por pliegos de contratación de publicidad institucional incluso en los casos en que 
ésta se contrata de forma mediata a través de agencias o centrales de publicidad, en 
línea con todo el razonamiento en este trabajo. Al respecto, debe señalarse que en 
recientes y reiteradas resoluciones, el Tribunal Administrativo Central de Recursos 
Contractuales, la legitimación de un grupo de comunicación (en este caso, el Grupo 
20minutos) para impugnar pliegos de contratos de servicios de publicidad institucio-
nal a los que sólo podían acudir agencias de publicidad como licitadores51. 
Otra peculiaridad se encuentra en la regulación de las medidas provisiona-
les. Conforme al artículo 43 pueden pedirse antes de la interposición del recurso 
«y podrán estar incluidas, entre ellas, las destinadas a suspender o a hacer que se 
suspenda el procedimiento de adjudicación del contrato en cuestión o la ejecución 
de cualquier decisión adoptada por los órganos de contratación». La decisión debe 
tomarse en el plazo máximo de cinco días hábiles desde la presentación de la soli-
citud (el órgano de contratación tiene un plazo de dos días hábiles para presentar 
alegaciones). Las medidas que se acuerden decaen si no se presenta el recurso en 
plazo. Se puede condicionar la suspensión a la constitución de caución o garantía su-
ficiente para responder de los posibles perjuicios. La suspensión del procedimiento 
que pueda acordarse cautelarmente no afectará, en ningún caso, al plazo concedido 
para la presentación de ofertas o proposiciones por los interesados, pero, si el acto 
recurrido es el de adjudicación quedará en suspenso la tramitación del expediente 
de contratación (artículo 45). Ha de señalarse al respecto, en línea con el razona-
miento general sobre la procedencia de la suspensión que se realizó páginas atrás en 
relación con el recurso ordinario, que el propio Tribunal Administrativo Central de 
Recursos Contractuales en reiteradas ocasiones, ha concedido la medida provisional 
consistente en suspender el procedimiento de contratación por considerar que los 
51. Entre ellos, en Resoluciones núm. 40/2014, el 24 de enero, núm. 78/2015, de 23 de enero; y 
núm. 192/2915, de 27 de febrero. En todos los casos el recurrente era el Grupo 20minutos. 
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perjuicios de continuar en estos casos el procedimiento de contratación y en su caso 
ejecutar las campañas son de difícil o imposible reparación'''. 
2. DISCRIMINACIÓN CONSISTENTE EN LA CONTRATACIÓN DIRECTA CON EXCLU-
SIÓN DE UN DETERMINADO MEDIO DE COMUNICACIÓN O CON ATRIBUCIÓN DE 
UN VOLUMEN DE CONTRATACIÓN INFERIOR AL PROCEDENTE EN FUNCIÓN DE 
LOS CRITERIOS OBJETIVOS DE REPARTO 
En algunos casos, la discriminación puede provenir de la contratación directa 
por la Administración de publicidad en otros medios de comunicación de la com-
petencia con exclusión de un medio determinado, o bien la atribución a diversos 
medios de comunicación de volúmenes de publicidad no proporcionales a los que se 
derivarían de la aplicación de criterios objetivos. 
En estos casos, la Sentencia del Tribunal Constitucional de 23 de junio de 2014 
y la jurisprudencia del Tribunal Supremo y de los Tribunales Superiores de Justicia 
resulta trascendental pues han iluminado el camino a seguir, que no otro que el re-
curso contencioso-administrativo por los trámites del procedimiento especial para la 
protección de derechos fundamentales de los artículos 114 a 122 LJCA. 
El medio de comunicación discriminado puede bien impugnar las adjudicacio-
nes directas a los demás medios, si tiene conocimiento de ellas, bien una vez cons-
tatada la falta de encargos publicitarios, recurrir, previo requerimiento potestativo a 
la Administración53, alegando vía de hecho, toda vez que el Tribunal constitucional 
parece haber bendecido esa vía'''. El razonamiento en este último caso consiste en 
denunciar que la discriminación en la asignación de publicidad supone una inacti-
vidad (no otorgar contratados al medio discriminado o no otorgar los contratos que 
debiera) que constituye una vía de hecho (contratar con otras entidades y no con la 
discriminada, o no hacerlo en el volumen adecuado) que genera una vulneración 
del principio de igualdad contenido en el artículo 14 de la Constitución y afecta a 
la libertad de información de su artículo 2055. Debe en estos casos solicitar la de-
claración de la vulneración de los derechos fundamentales citados, la nulidad de la 
vía de hecho en la asignación discriminatoria de publicidad institucional, el cese 
de la misma y, como se verá más adelante, puede reclamar también directamente la 
reparación económica, o hacerlo una vez haya sido declarada por sentencia la ilega-
lidad de la actuación u omisión administrativa. El problema está en que el medio 
52. Así, por resoluciones del 10 de enero de 2014, licitación del Servicio Público de Empleo 
Estatal, de 27 de junio de 2014, licitación del Palau de la Música, Conciertos y Orquesta de 
Valencia, o 12 de enero de 2015, licitación del Museo del Prado, en relación con recursos 
interpuestos por el grupo 20 Minutos contra pliegos considerados discriminatorios. 
53. Art. 30 LJCA. 
54. De conformidad con el artículo 25.2 LJCA. 
55. Una oposición a la posibilidad de conceptuar una inactividad como vía de hecho en 
CHICNCHILLA MARTÍN, C., op. cit., pp. 1093-1100, que no obstante deja constancia de cómo 
esta perspectiva vino condicionada por el propio planteamiento en la instancia. 
discriminado puede desconocer cuándo se lleva a cabo cada campaña en concreto 
en otros medios de la competencia o, más aún, puede ser discriminado de forma 
sistemática en todas las campañas emprendidas por una Administración. Pues bien, 
tanto el Tribunal Superior de Justicia de la Comunidad Valenciana como el Tribunal 
Constitucional han establecido, en el caso enjuiciado en las sentencias que anali-
zamos supra, y corrigiendo a un juzgado, que «no es de recibo responder con una 
excepción formal [el plazo del artículo 46.3] a lo que podría reputarse una vía de 
hecho administrativa de carácter continuado, con posible discriminación de la parte 
apelante. Esto es, mientras dicho comportamiento administrativo continúa, la posi-
ble vulneración de derechos fundamentales, de haberse producido, se prolonga en el 
tiempo y puede denunciarse en cualquier momento». 
Como dispone el artículo 136.1 LJCA, en el caso de recursos contra inactividad 
o vía de hecho, la regla general es la adopción de la medida cautelar, «salvo que se 
aprecie con evidencia que no se dan las situaciones previstas en dichos artículos o la 
medida ocasione una perturbación grave de los intereses generales o de tercero, que 
el Juez ponderará en forma circunstanciada». Es planteable solicitar como medida 
cautelar que se ordene a la Administración la inserción de publicidad de una deter-
minada campaña en un medio objeto de alegada discriminación o dirigirle órdenes 
de cese de actuaciones discriminatorias. Los tribunales tienen libertad para adoptar 
la medida que permita de forma más adecuada garantizar la sentencia que pueda 
adoptarse. 
En todo caso, debe precisarse que la jurisprudencia constitucional afirma la 
posibilidad para los demandantes de plantear una vulneración de derechos funda-
mentales ante los tribunales contencioso-administrativos tanto por el procedimiento 
especial como por el ordinario, en este segundo caso junto a los demás motivos de 
legalidad ordinaria que se quiera, ya no sólo alegando la vulneración de un derecho 
fundamental; o bien emprender ambas vías, en cuyo caso el pronunciamiento en la 
primera vinculará al proceso en la vía ordinaria en lo que se refiere a la existencia o 
no de vulneración del derecho fundamental". 
3. LA RECLAMACIÓN DE RESPONSABILIDAD PATRIMONIAL 
Ante una discriminación en el reparto de la publicidad institucional entre los 
medios de comunicación ya consumada, esto es, cuando las campañas de publicidad 
ya han sido ejecutadas, la única forma de compensación de los daños sufridos por 
un medio de comunicación es acudir a la vía de la responsabilidad patrimonial de la 
Administración. 
La responsabilidad administrativa se rige por los artículos 139 y siguiente de la 
LRJPAC. 
En el caso de una discriminación en el reparto de publicidad institucional 
pueden concurrir todos los requisitos a los que se condiciona la obligación de 
56. Por todas, STC 98/1989, de 1 de junio. 
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indemnizar: un funcionamiento anormal de la Administración (en vulneración de 
los artículos 14, 20 y 103 de la Constitución, del TRLCSP y de la legislación sobre 
publicidad institucional, como se examinó en el epígrafe segundo), un daño efectivo 
y evaluable económicamente (el beneficio dejado de obtener por la no inclusión del 
volumen de publiCidad institucional que correspondería al medio en cuestión con-
forme a los criterios que se han analizado) y una relación de causalidad adecuada 
entre el funcionamiento anormal y el daño. Los principales problemas particulares 
que plantean estas demandas en relación con el reparto indebido de publicidad ins-
titucional son los siguientes: 
A. Relación de causalidad 
Cuando la discriminación es directa y deriva de la no suscripción de contratos 
con un medio y sí con sus competidores, la relación de causalidad entre el lucro 
cesante y la exclusión es evidente. Sin embargo, cuando el daño deriva de la no 
inclusión expresa de un medio en concreto en los pliegos de los contratos de publi-
cidad institucional a los que concurren las agencias de publicidad, o en su menor 
puntuación respecto a sus competidores en el plan de medios a presentar por dichas 
agencias, la Administración puede estar tentada de razonar que no hay un nexo de 
causalidad entre la exclusión del medio de la campaña o su menor consideración y 
la actuación administrativa. Sin embargo, el funcionamiento del mercado de la pu-
blicidad desmiente esta argumentación, dado que los pliegos condicionan las ofertas 
presentadas por los licitadores, hasta el punto de que en la mayor parte de las oca-
siones van acompañados de formularios a rellenar en que se atiende en la práctica 
al criterio de que la agencia presente propuestas de inserciones en todos los medios 
expresamente citados. Además, como se ha visto, la Administración es responsable 
y debe pues garantizar el reparto objetivo de la publicidad, actúe o no a través de 
agencias de publicidad, de tal forma que debe garantizar ese resultado diseñe ella 
misma o no el plan de medios. 
B. Evaluación económica del daño 
Otra dificultad consiste en la evaluación del daño sufrido, consistente no en 
un daño emergente sino en un lucro cesante. Pues bien, ha de señalarse que se tra-
ta de un cálculo posible a través de criterios objetivos, al ser públicos las tarifas y 
el coste por página, así como el beneficio industrial en la actividad publicitaria de 
cada medio y del sector en su conjunto. Como ejemplo de esto último puede verse la 
propia demanda resuelta en la Sentencia del Tribunal Constitucional de 23 de junio 
de 2014, en que un medio de comunicación excluido de las campañas de publicidad 
institucional de una determinada Administración durante un determinado período 
cifra los daños en el equivalente al 80% de las contrataciones de publicidad institu-
cional que la demandada hubiera asignado al medio que obtuvo la mayor distribu-
ción en ese mismo período. 
A ello debe sumarse que si puede acreditarse que por efecto de la exclusión del 
reparto objetivo de publicidad institucional, el medio en cuestión ha sufrido un daño 
adicional por distorsión de su posición competitiva la Administración también habrá 
de responder el mismo, lo que puede ocurrir en especial en casos de discriminacio-
nes por exclusión prolongada y sistemática del reparto de publicidad institucional 
por parte de Administraciones con un alto volumen de contratación, en la medida 
en que, como ya se expuso, los ingresos por publicidad institucional constituyen un 
porcentaje muy relevante de ingresos para los medios de comunicación cuya reduc-
ción o eliminación injustificada puede condicionar su propia viabilidad. 
C. Plazo 
La acción de responsabilidad ante la Administración habrá de ejercitarse por los 
interesados en el plazo de prescripción de un año. El día inicial del cómputo (ches a 
quo) se fija en el del hecho o el acto que motive la indemnización o se manifieste su 
efecto lesivo, tal y como dispone el artículo 142.5 LRJ-PAC. 
El problema que se plantea en muchos casos es que el medio de comunicación 
desconoce en qué medios se ejecuta cada campaña, cuando se hace a través de agen-
cias de publicidad, o con qué medios se contrata, cuando se procede a la contrata-
ción directa sin publicidad. En estos casos, incluso si logra acceder al conocimiento 
del reparto entre los distintos medios es probable que haya transcurrido ya más de 
un año desde la exclusión de la campaña del medio en cuestión. Podría defenderse 
que el dies a quo se sitúa en el momento en que el medio de comunicación perjudi-
cado pudo tener conocimiento de la discriminación, por aplicación de la asentada 
doctrina jurisprudencial de la actio nata. Esto es, cuando se pone a su disposición la 
información que permite contrastar si ha habido o no discriminación en el reparto 
de publicidad institucional y con ello el medio perjudicado está en disposición de 
conocer el origen y la propia existencia del daño, pero ello permitiría decidir libre-
mente al medio el momento de solicitud de la información y con ello de comienzo del 
cómputo del plazo. Una razón más para apostar por la publicidad activa de esta in-
formación, en cuyo caso sería la fecha de la publicación la que marcara el dies a quo. 
Parecen hallarse ecos de las doctrinas del daño continuado en el razonamiento 
de las SSTC de 2014, que consideran el plazo no puede comenzar a computar mien-
tras el medio discriminado desconozca cuándo se lleva a cabo cada campaña en 
concreto en otros medios de la competencia o, más aún, cuando sea discriminado 
de forma sistemática en todas las campañas emprendidas por una Administración. 
Por ello, el Tribunal Superior de Justicia estableció, y el Tribunal Constitucional dio 
por bueno, que «mientras dicho comportamiento administrativo continúa, la posible 
vulneración de derechos fundamentales, de haberse producido, se prolonga en el 
tiempo y puede denunciarse en cualquier momento». 
Debe además añadirse la reclamación de indemnización puede llevarse a cabo 
como parte del petitum de una declaración de nulidad de una determinada actuación 
u omisión administrativa en materia de publicidad institucional o bien de forma 
independiente. En caso de que la responsabilidad derive de una actuación en esta 
materia declarada ilegal por sentencia firme, el plazo de un año comienza a com-
putar desde que se dicte sentencia definitiva, tal y como dispone el artículo 142.4 
LPC-PAC. 
